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 DISTRITO JUDICIAL DE ANTIOQUIA

CIRCUITO DE SONSÓN

JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO

SONSÓN- ANT. Veintiocho  (28) de Mayo de dos mil Trece (2013)

	Proceso 
	HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA Nº   029  

	Acusados
	HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO Y JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA. 

	Víctima
	JHON JAIRO ARANGO

	Radicado
	05 756 31 04 001 2013-00003-00 

	Instancia
	Primera   

	Providencia 
	SENTENCIA  Nº 047

	Temas y Sub temas
	ACOGER LA TESIS DE CONDENA DE LA FISCALÍA Y PARTE CIVIL, DESCHENDO LA DEFENSA.    

	Decisión
	SENTENCIA  CONDENATORIA  


OBJETO  DE  LA  DECISIÓN
               Dictar la sentencia que corresponda, bajo los parámetros de la Ley 600 de 2000, teniendo en cuenta el cargo formulado en la resolución de acusación del treinta y uno (31) de agosto de 2012, proferida por la Fiscalía Especializada 22 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, con sede en la ciudad de Bogotá, en contra de HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL Y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, por el punible de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, donde aparece como occiso JHON JAIRO ARANGO; habiéndose realizado la audiencia pública el día 7 de Mayo del  2013; siendo procedente la decisión en tanto no se observa que se hayan vulnerado o desconocido derechos fundamentales, especialmente los consagrados en el artículo 29 de la Constitución Política y siendo este el despacho competente en razón de la competencia residual otorgada en el artículo 77, numeral 1º, literal b, de la Ley 600 de 2000. 
FILIACIÓN   DE   LOS  PROCESADOS
          HERLEY ARIAS MORA: Hijo de Héctor y Gloria Stella, nació el ocho (8) de Diciembre de mil novecientos setenta y ocho (1978), en Anolaima-Cundinamarca, casado con Ana Matilde Ramírez Marín, padre de dos hijos, grado de instrucción estudios militares, a la fecha con grado de Capitán, adscrito al Ejército Nacional, actualmente activo en el Batallón de Combate Terrestre No. 31 Sebastián Belalcázar, detenido en las instalaciones del Batallón Pedro Nel Ospina de Bello, identificado con cédula  2.956.621 expedida en Anolaima-Cundinamarca.
JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN: Hijo de Gilberto y Alba, nació el 13 de octubre de mil novecientos ochenta (1980), en Algeciras-Huila, casado con Gloria Lucía Acevedo Sánchez, padre de dos hijos, grado de instrucción estudios militares, Suboficial del Ejército Nacional, actualmente activo en el Batallón Especial Energético Vial No. 7, detenido en las instalaciones del Batallón Pedro Nel Ospina de Bello, identificado con cédula número 7.719.453 expedida en Neiva.    

RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL: Hijo de Ruth Mariela López Carvajal, nació el 22 de septiembre de mil novecientos setenta y ocho (1978), en Santafé Antioquia, en unión libre con Sandra Milena López Cataño, Soldado Profesional, actualmente detenido en las instalaciones del Batallón Pedro Nel Ospina de Bello, identificado con cédula número 18.418.948 expedida en Montenegro-Quindío.    
ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO: Hijo de Alfredo y Fanny, nació el 22 de abril de mil novecientos ochenta y dos (1982), en Sincelejo-Sucre, soltero, Soldado Profesional, actualmente detenido en las instalaciones del Batallón Pedro Nel Ospina de Bello, identificado con cédula número 92.544.384.    


JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA: Hijo de León Ángel y Mariela, nació el 21 de diciembre de mil novecientos setenta y cinco (1975), en Buriticá-Antioquia, en unión libre con Deisy Yaneth Villegas Herrera, padre de dos hijos, Soldado Profesional, actualmente, detenido en la cárcel El Pedregal de Medellín, por cuenta del Juzgado 6º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, identificado con cédula número 71.115.461 expedida en el Carmen de Viboral.    
DE  LO  ACONTECIDO

Los hechos que generaron la presente investigación se presentaron el Dos (2) de febrero de dos mil cinco (2005), en el sector inicialmente conocido como la  vereda El Pital, que de acuerdo a los mapas corresponde al  área rural del municipio de Argelia; sitio donde las tropas de la Compañía Destructor 5 adscritos al Batallón de contraguerrilla No. 4 “Granaderos”, en cumplimiento de la operación que denominaron Ejemplar-Misión Táctica Epopeya, al mando del Sub Teniente HERLEY ARIAS MORA, informaron de la presunta existencia de un enfrentamiento armado, donde falleció, mediante el cruce de disparos de arma de fuego, un presunto subversivo reportado inicialmente como NN, siendo posteriormente identificado como JHON JAIRO ARANGO, quien según sus familiares era un campesino dedicado a las labores agrícolas; el combate le fue informado al entonces comandante del batallón Juan Del Corral. Por lo ocurrido inicialmente asumió la investigación la  Unidad de Fiscalía Seccional de Sonsón, quienes el día 7 de marzo del 2005, la remiten a la Justicia Penal Militar, al considerar que el resultado de lo acontecido era una situación que les correspondía, en cuanto los hechos probablemente se relacionaban con actos del servicio; a su vez la  fiscalía 22  de la Unidad Nacional, por decisión del despacho del Fiscal General,  asume conocimiento el 4 de septiembre de 2006, existiendo dos investigaciones;  la unidad mencionada propone el respectivo conflicto de competencia, que resulta desatado por el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Disciplinaria que mediante auto del 7 de marzo de 2007, asigna la investigación a la justicia ordinaria en cabeza de la fiscalía 22 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos. Por lo anterior fueron vinculados como presuntos  responsables los militares HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL Y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, a quienes el 31 de agosto de 2012, se les dictó resolución de acusación como autores del delito de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, decisión ratificada por vía de apelación  el 14 de noviembre de 2012  por un fiscal delegado ante el Honorable Tribunal Superior de Bogotá. 
ACTUACIÓN  PROCESAL

               El 14 de febrero de 2005, la secretaria de gobierno de Argelia, remite las diligencias por competencia a la Fiscalía Seccional de Sonsón-Antioquia, quien inicia la Investigación Previa bajo el radicado 3970 y posteriormente el 7 de marzo de 2005, las envía a los Juzgados de Instrucción Penal Militar del Batallón “Pedro Nel Ospina” con sede en Bello-Antioquia, correspondiéndole al Juzgado 24, el 9 de marzo de 2005, inicia la indagación preliminar. El 22 de junio de 2005, profiere auto de cabeza de proceso, ordenando vincular mediante indagatoria a HERLEY ARIAS MORA, RENE VILLAMIL VARÓN, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO. El 7 junio de 2006, se les resuelve situación por parte del Juzgado 11 de Instrucción Penal Militar, excepto a VILLAMIL VARÓN, absteniéndose de decretar medida de aseguramiento, habida cuenta que si bien es cierto fueron responsables de la muerte de JOHN JAIRO ARANGO, la misma fue bajo el amparo de la Constitución Política, donde la única finalidad era salvaguardar sus vidas e integridad personal, siendo las armas utilizadas proporcionales a las que el interfecto en compañía de los demás agresores poseían, sumado a que se encontraban en cumplimiento de una orden legítima, circunstancia que permitió en su momento afirmar que el hecho fue consumado en un enfrentamiento. Posteriormente, es decir, el 21 de julio 2006, cesó procedimiento a favor de los procesados, al considerar  que los mismos obraron bajo una causal de ausencia de responsabilidad, toda vez que se encontraban en cumplimiento de un deber legal, conforme lo regla el artículo 34 numeral 1º del Código Penal militar; decisión que fue objeto de alzada por parte del Ministerio Público. 

La fiscalía, en cabeza del Fiscal 22 Especializado UDH y DIH, asume el conocimiento de las diligencias, el 4 de septiembre de 2006, las cuales le fueron asignadas por resolución No. 000302 del 9 de agosto de 2006, emanada por la Coordinación de la Unidad Nacional de Derechos Humanos; existiendo dos investigaciones, el 26 de septiembre de 2006 propone colisión positiva de competencia, misma que fue desatada por el Consejo Superior de la Judicatura-Sala Jurisdiccional Disciplinaria, el 7 de marzo de 2007, asignándole las diligencias, mismas que asumió y habiéndose “Cesado Procedimiento” por la Justicia Penal Militar, decide decretar la nulidad de todo lo actuado, a partir de la resolución que resolvió situación jurídica de los procesados, convalidando las pruebas practicadas y obrantes en el plenario, decisión calendada 1 de junio de 2007, ordenándose en consecuencia escuchar a los procesados en ampliación de indagatoria; decisión que fue apelada por la defensa, alzada desatada por un fiscal delegado ante el Tribunal de Bogotá, el 18 de abril de 2008, decretando la nulidad de todo lo actuado a partir de dicha providencia, excluyendo lo relacionado con el decreto y práctica de las pruebas, por falta de motivación; por lo anterior el fiscal 22 UNDH y DIH, procedió a corregir el yerro, mediante resolución del 22 de julio de 2008, prosiguiendo con las etapas procesales el 5 de enero de 2012, les define situación jurídica a ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, HERLEY ARIAS MORA y JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA, imponiéndoles medida de aseguramiento de detención preventiva por hallarlos presuntos coautores del delito de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135 del C.P.), misma que se hizo efectiva el 11, 12, 13 y 19 de enero de 2012, para los primeros; respecto a JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA, se encuentra por cuenta del Juzgado Sexto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, descontando pena impuesta por el Juzgado Segundo Especializado de Medellín, por el delito de Fabricación, Tráfico  y Porte Ilegal de Armas y Municiones de Uso Privativo de las Fuerzas Armadas. La resolución anterior igualmente fue apelada por la defensa y confirmada el 30 de abril de 2012, por un fiscal delegado ante el Tribunal de Bogotá. El 19 de junio de 2012, se dispuso el cierre parcial de la investigación (C-6, fls. 69).  El 31 de agosto de 2012, la Fiscalía dicta resolución de acusación en contra de HERLEY ARIAS MORA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN y JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA, al hallarlos presuntos COAUTORES de la conducta punible de “HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA”, en la persona de JOHN JAIRO ARANGO, decisión que fue recurrida por la defensa y confirmada por el fiscal delegado ante el Tribunal de Bogotá el 14 de noviembre de 2012; donde el fundamento de la acusación radica en documentos (informe de inteligencia y operaciones, acta de inspección del cadáver, protocolo de necropsia, fotografía del occiso, acta de entrega de documentos de identidad, entre otros), peritaciones y una serie de declaraciones allegadas al plenario. El 18 de enero de 2013, este despacho asume el conocimiento del trámite, habiéndose cumplido con el ritual procesal, se procedió a fijar fecha para llevar a cabo la audiencia preparatoria, donde se decretaron las pruebas a practicar en la vista pública, entre ellas, Documentales y testimonios de ÓSCAR JAIRO VALENCIA OCAMPO, SILVIA HERNÁNDEZ GIRALDO, IVÁN DARÍO ARANGO GIRALDO, HÉCTOR DE JESÚS ARANGO GIRALDO, ÓSCAR ENRIQUE DUEÑAS BARRERA, JUAN CARLOS ORTEGA GARAVITO y JUAN HERNÁNDEZ;  luego se procedió a fijar fecha para la apertura de la audiencia Pública, la cual se llevó a cabo el 7 de mayo de 2013, donde se escucharon las declaraciones ordenadas en la preparatoria, desistiendo los sujetos procesales de los testimonios de HÉCTOR DE JESÚS ARANGO GIRALDO, ÓSCAR ENRIQUE DUEÑAS BARRERA, JUAN CARLOS ORTEGA GARAVITO y JUAN HERNÁNDEZ.

COMPENDIO PROBATORIO

Luego de 8 años de ocurridos los hechos, se cuenta con una serie de pruebas que con esa vocación de permanencia, y teniendo en cuenta que la acusación versa por el punible de HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, donde la materialidad de éste, se establece a partir de la diligencia levantamiento del cadáver y el protocolo de necropsia realizada en el Hospital San Julián de Argelia –Ant., donde en la primera (CO1, Fls 16-17; CO2. fls 94-95), se registra que la señora SILVIA HERNÁNDEZ GIRALDO, en calidad de Secretaria de Gobierno de Argelia, a las ocho y treinta (8:30) de la mañana del cuatro (4) de febrero de 2005, realizó la inspección de un cadáver de sexo masculino sin identificar, quien fue muerto por miembros del Ejército Nacional en un enfrentamiento, situación presentada en la vereda El Pital del municipio de Argelia; descrito el occiso como una persona de contextura delgada, trigueña, de aproximadamente 1,50 de estatura, cabello negro lacio, ojos de color cafés, boca mediana, nariz achatada; se encontraba vestido de camuflado, camiseta verde oscura, medias color moradas, calzoncillos gris y botas pantaneras marca Venus llaneras; presentaba herida en la región del pecho a la altura del cuello (3) orificios, herida cerca del brazo derecho región axilar, herida en pierna izquierda cara interna. No obstante no haberse identificado, trascurridos 2 días, se estableció que se trataba de JHON JAIRO ARANGO, como lo ratificó el señor  JOSÉ ALBEIRO JARAMILLO QUINTERO, campesino de la región. En dicha diligencia se realizó el respectivo registro fotográfico y se realizaron las tarjetas de necrodactilia correspondientes. 
Posteriormente  la inspectora fue escuchada, en declaración rendida ante el Juzgado Once de Instrucción Penal Militar, afirma que realizó la inspección de cadáver de JOHN JAIRO ARANGO, misma que practicó en la morgue, en cuanto por la presencia de grupos armados al margen de la ley en el lugar de los hechos-vereda el Pital-, era inviable desplazarse hasta dicho sitio; respecto a las prendas que portaba el occiso, informa que fueron incineradas en presencia de las autoridades que participaron en la inspección del cadáver; aduce de igual forma que en las veredas el Pital, La Quiebra, El Guamal y el Indial, habían minas sembradas y para el 2 de febrero de 2005, se presentaron enfrentamientos; el tiempo para llegar a dichos lugares es de aproximadamente 4 horas, desplazamiento que se realiza en mula o bestia; aduce que por motivos de seguridad era usual que los levantamientos de cadáveres se realizaran en el casco urbano de la localidad; acerca del conocimiento que tiene sobre la forma en que fue transportado el cuerpo, al casco urbano, informa que fue llevado en bestia y no supo quien lo llevó. (C2 y 3, fls 83-85, 64-66).

En la audiencia pública por solicitud de la fiscalía y la defensa, la anterior funcionaria fue escuchada vía internet, reiterando la versión inicialmente ofrecida y señalando que no recuerda quien comunicó los hechos ocurridos en la vereda El Pital del municipio de Argelia; respecto a los levantamientos indica que para la época en la zona, específicamente en el lugar de los hechos había presencia de guerrilla, donde por razones de seguridad nunca se desplazaban a las veredas a realizar inspecciones a cadáveres, autorizando por tanto trasladar el cuerpo hasta la morgue, ubicada en la cabecera municipal para allí practicar la diligencia, actividad cumplida por ella; precisa que solo tomó muestras de las huellas dactilares; aclara que para la época no se contaba en el municipio con equipos para tomar muestras de heridos u occisos por armas de fuego, sólo contaban con médicos rurales, que prestaban el servicio en el hospital San Julián. Para el 2005, ya había fuerzas militares en el municipio de Argelia. Nunca escuchó los nombres de HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR, ALFREDO SEGUNDO, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL Y JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA; tampoco recuerda haber escuchado el nombre de IVÁN DARÍO ARANGO GIRALDO; levemente recuerda a MARÍA LILIANA ARCILA, de quien indica se trata de una señora de una vereda. 

                En la segunda, esto es el informe de necropsia número 002 realizada en el hospital del municipio de Argelia por el doctor ÓSCAR JAIRO VALENCIA OCAMPO, donde se estableció que el: “…deceso de JHON JAIRO ARANGO  es debida a Shok hipovolemico, debido a anemia aguda, debida herida por proyectil de arma de fuego Nº 1 y 2. Que juntas y por separado son de naturaleza esencialmente mortal. A juzgar por los signos post mortem la muerte pudo producirse entre las 48 horas antes de realizarse la necropsia...”; registrándose además que el cuerpo presentaba heridas múltiples ocasionadas por arma de fuego de largo alcance, con 4 orificios de entrada y 4 de salida, distribuidos así: “… #1 con orificio de entrada en región dorsal izquierda de 1 x 1 cm., a 3 cm. De la línea media a nivel de vértebra T10 con orificio de salida en región precordial derecha de 2 x 1 cm. #2 orificio de entrada en región escapular izquierda de 1 x 1 cm. A nivel de vértebra T5 a 6 cm. de la línea media por proyectil de largo alcance y orificio de salida en región supraclavicular izquierda a 3 cm. de la línea media de 4 x 2.5 cm. #3 orificio de entrada en región de scotadura yugular de 1.5 x 2 cm. con orificio de salida en región supraclavicular derecha de1x 1 cm. #4 orificio de entrada de proyectil de largo alcance en cara lateral de tercio distal de muslo izquierdo con orificio de salida en cara interna tercio distal de la misma extremidad y al mismo nivel. Además presenta herida superficial de forma circular de 1 cm. de longitud en la rama derecha de la mandíbula…”. (CO1, Fls 28 a 30; CO2, fls 96-98).
El anterior por solicitud de la fiscalía, en el trámite de la práctica de pruebas decretadas en la audiencia preparatoria, fue escuchado a través del sistema de comisión, el día 15 de abril de 2013, oportunidad donde ratificó ser la persona que realizó la anterior necropsia, misma que fue ordenada por SILVIA HERNÁNDEZ, en calidad de Inspectora del municipio de Argelia; precisa que por lo general cuando los decesos se presentaban en la zona rural del municipio llegaban a la morgue habiendo trascurrido varios días, para el caso concreto la muerte se produjo en la vereda El Pital, según el informe de necropsia y los cambios Postmorten concluyó que la muerte pudo haberse producido 48 horas antes de realizar el procedimiento. Respecto a posibles lesiones que presentara el occiso, indica que evidenció una herida superficial de forma circular de 1 cm de longitud en rama derecha de la mandíbula, la cual corresponde a un trauma contuso, cuya naturaleza no pudo definir, lo que dejó plasmado en el anterior informe. Concluye señalando que al momento de realizar el procedimiento no tenía conocimiento acerca de la identidad del cadáver.

Copia de la cédula de ciudadanía No. 18.615.638, a nombre de JOHN JAIRO ARANGO. (CO2-fl 102).               

Copia del registro civil de defunción 456457, expedido por la Registraduría Nacional del Estado Civil de Argelia Antioquia (CO2-fls, 146), expedido a nombre de JOHN JAIRO ARANGO. 

               Estudio de trayectorias, plasmado en el dictamen pericial B.F. 1152, realizado el 12 de agosto de 2005, por el investigador criminalístico ALBERTO PARDO CONTRERAS, en el cual determinó que “…las trayectorias de los disparos que causó las lesiones al hoy occiso fueron Postero – anterior (de atrás hacia delante), Infero – superior (de abajo hacia arriba) y de izquierda a derecha, teniendo en cuenta la posición anatómica del cuerpo, con una dirección marcada diagonal – posterior izquierda. Las lesiones causadas al hoy occiso fueron producidas por proyectiles de alta velocidad, de los comúnmente disparados en armas de fuego con funcionamiento automático con selector de cadencia tipo fusil de Guerra. De acuerdo a lo anterior, se puede concluir que: 1. Al no reportarse residuos de pólvora y hollín en el sector donde se encuentran las heridas de los orificios de entrada tanto en las prendas como en la piel según el protocolo de Necropsia, es una lesión característica producida a larga distancia, esto es más de 1 metro con 20 cm., distancia máxima a la cual quedarían impregnados residuos de pólvora combustionada o sin combustionar. 2. Conforme a la materialización de las trayectorias y de acuerdo a la estatura del occiso descrita en el protocolo de necropsia, este se encontraba en una posición levemente superior o en el mismo plano y con el tronco inclinado hacia delante. Toda vez que la dirección de los proyectiles, ubicación de los orificios de entrada y salida y lesión de los órganos indicados, así lo determinan…” (C1 Y 2- fls 162-167, 172-177). Dictamen aclarado el 4 de julio de 2006, en cuanto la trayectoria de los disparos 2 y 3 en el gráfico se encontraba invertida, quedando finalmente “…la número 2 para la trayectoria del lado izquierdo y la número 3 para la trayectoria del lado derecho…” . (C3, fls 127-129).

Inspección judicial a los elementos incautados al occiso, una (1) Granada de mano y un (1) radio motorola, realizada por la Juez 11 de Instrucción Penal Militar, diligencia orientada por un perito fotógrafo y en comunicaciones, donde la primera fijó los elementos con fotografías y el segundo determinó que el radio es “utilizado comúnmente en comunicaciones de VHF, sirve para escanear frecuencias en distintas gamas, es un radio muy bueno en cuanto a comunicación se refiere…”; igualmente preceptúa que presentaba “…impactos de arma de fuego…los cuales lo inutilizaron completamente, fuera de eso tiene una antena, perillas encendido y de canales, tiene una batería recargable…”; respecto a la granada de mano, exponen que “…se encuentra en buen estado, pero deteriorada, tiene el seguro de la espoleta, y se encuentra envuelta en cinta…”, elemento último que fue destruido en la diligencia.

Desde el punto de vista documental, se cuenta con informe de operaciones suscrito por HERLEY ARIAS MORA, comandante de la compañía Destructor 5, conformada por “01-04-17”, quien contaba con el apoyo de la compañía destructor 6, conformada por “01-03-23”, al mando del Teniente Óscar Dueñas Barrera, da cuenta que el día 2 de febrero de 2005, siendo las 4:00 a.m., la tropa bajo su mando con la orientación de dos reinsertados del frente 47 de las FARC como guías inició su viaje hacia las veredas La Quiebra, El Guamal, El Indial, El Pital, a fin de emboscarse para capturar, judicializar, neutralizar y en caso de presentar resistencia dar de baja a posibles integrantes de las FARC. De dicha actividad resultó muerto el señor JHON JAIRO ARANGO, a quien de acuerdo al informe se le incautó dos minas de presión recién instaladas, un tarro amarillo por tensión, 1 granada de fragmentación y un radio Motorola OP68; información igualmente consignada en el informe de operaciones del 13 de febrero de 2005 y de lección aprendida, suscrito por el Teniente Óscar Dueñas Barrera, comandante de la compañía “Destructor” 6, informando adicionalmente que su compañía se encontraba a “02-07-40” . (CO1, fls 09-15, 23-26; CO2, fls 91-93).
Se cuenta con las versiones que en su momento rindió el anterior encausado ante el Juzgado 24 de instrucción penal militar,  bajo la gravedad de juramento y con la imposición de las formalidades legales y advertencias contenidas en los artículos 331 y 332 del Código Penal Militar (amonestación previa a la imposición del juramento); artículo 431- no está obligado a declarar contra si mismo, ni contra su cónyuge o compañera permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil).

En sus exposiciones el oficial HERLEY ARIAS MORA (C-1; fls 77-83), en marzo 17 de 2005, informó que el 31 de enero de 2005 iniciaron desplazamiento del municipio de Argelia, llegando a la vereda Villeta-Florida, donde estuvieron emboscados todo el día, luego el día primero de febrero, siendo las dos de la mañana retomaron el rumbo hacia la Vereda la Quiebra, a donde arribaron  a la 1:00 de la tarde aproximadamente, allí montaron observatorios hacia la Vereda la Quiebra y la parte baja de la Vereda el Indial y los caminos que conducen a la vereda El Guamal; el dos de febrero, a las seis y treinta de la mañana, iniciaron nuevamente desplazamiento hacia la Vereda el Guamal; hicieron un alto en la vereda Guamal, para continuar hacia la vereda El Pital, lugar donde tenían información acerca de la presencia de subversivos. La compañía destructor 5 bajo su mando, llegó a la  parte baja de la vereda el Indial, a las ocho de la mañana, donde encontraron cultivos de coca, por ello bajaron más, donde notaron la presencia de cuatro subversivos, de camuflado, con armas largas, se encontraban a una distancia aproximada de mil metros, lo que les impidió continuar con el avance, procediendo entonces a situar la ametralladora en dirección a ellos, instante en que fueron detectados, quienes les dispararon con sus armas largas y emprendieron la huida, no pudieron iniciar la persecución, en cuanto escucharon de la parte alta de la Vereda El Guamal, ubicada al otro lado del río Negrito, un gran volumen de disparos, los cuales eran del combate que a esa misma hora, sostenía la compañía Alcatraz con la guerrilla; situación que los conllevó a buscar una mejor ubicación en el terreno. El combate del Alcatraz, se sostuvo aproximadamente entre treinta y cuarenta minutos; por monitoria logran acceder a la  comunicación de los subversivos, quienes recibían orden de desviarse hacia el puente colgante, el cual se encuentra ubicado entre las veredas Guamal y el Indial, sobre el cauce del río Negrito,  motivo que los conllevó a montar emboscada, sobre el río, quedando con el equipo de combate, frente al puente colgante; a la 1:30 de la tarde, detectan la presencia de tres subversivos en camuflado, con armas largas, que venían sobre el camino, de la vereda El Indial, a quienes dejaron aproximar y perdieron de vista, por un espacio de quince minutos, decidiendo iniciar movimiento hacia el lugar donde los vieron por última vez, lograron avanzar hasta una mata de monte, allí lograron verlos nuevamente e iniciaron el hostigamiento, donde se produjo la muerte de JOHN JAIRO ARANGO, quien fue identificado por dos desmovilizados del frente 47 de las FARC, que se encontraban acompañándolos, cuyos nombres responden a HÉCTOR ARANGO e IVÁN ARANGO, Estos indicaron que pertenecía a la organización a la que en su momento pertenecieron; afirmaron igualmente haberlo visto en varias oportunidades portando armas largas y vestido de camuflado en el área específicamente en la vereda Cristales. Por razones de seguridad y dada la distancia existente entre el lugar de los hechos y la cabecera municipal de Argelia, donde se localizan las autoridades para realizar los levantamientos, cuya distancia oscila entre dos días de camino, fueron las razones para evacuar el cadáver, el cual envolvieron en un plástico negro y lo amarraron con unos lazos al caballo para poderlo transportar hasta la vereda la Quiebra, lugar donde los esperaba  la Unidad de Alazán, adscritos al grupo Juan del Corral para recibirlo y finalmente llevarlo al municipio de Argelia, igualmente les entregaron el material incautado en una bolsa negra, todo este procedimiento realizado fue por orden del comandante del batallón granaderos. Precisa que la tropa que entró directamente en el combate se encontraba compuesta por RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA, ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, JULIO CÉSAR DURÁN, y Él. Al momento de ser hostigados sí disparó su arma de dotación que era un fusil Galil Número 0961, en dirección a los guerrilleros, en dicha actividad no recuerda cuánta munición gastó. Aduce que se  encontraba a una distancia de aproximadamente 300 metros del lugar donde quedó el occiso; afirma que el soldado ORTIZ HIGUITA fue la primera persona que encontró el cadáver. Culmina señalando que como comandante de la Unidad que participó en el combate, garantiza que la muerte fue legítima, en cuanto fue fruto de un combate, donde no sometieron a la población civil, a ningún maltrato ni de abuso; aclara que los guías no tuvieron una relación directa en el lugar del combate. (CO1- fls 77-83; CO2- fls 116-122).   

El anterior, es decir ARIAS MORA fue escuchado en varias oportunidades, a través de indagatoria y ampliaciones de la misma; habiéndose recepcionada la injurada el veintiocho (28) de noviembre de dos mil cinco (2005), manifestó que las compañías Destructor 5 y 6, la primera al mando de Él y la segunda al mando del Teniente ÓSCAR ENRIQUE DUEÑAS BARRERA, iniciaron desplazamiento hacia la vereda el Guamal de Argelia, en cuanto recibieron una información sobre la posible presencia de subversivos en dicho sitio, marcha que inició a las 2:00 de la mañana del 31 de enero de 2005, arribando a la vereda Villeta Florida, siendo las 5:00 a.m., donde permanecieron todo el día, desprovistos por los pobladores e integrantes de subversivos; el 1 de febrero de 2005, siendo las 2:00 a.m., retomaron el desplazamiento llegando a la vereda La Quiebra a la 1:00 p.m., donde luego de encontrarse en el sitio procedieron a montar observatorios, a fin de vigilar la zonas de las veredas la Quiebra, El Guamal y la parte baja del Indial, allí permanecieron durante el resto de día, habiendo trascurrido todo en completa calma, en horas de la noche, siendo las 20:00 horas, realizan programa con el Mayor JUAN HERNÁNDEZ BOTIA, quien ordena a la compañía Destructor continuar la avanzada, es así como el 2 de febrero de 2005, aproximadamente a las 6:30 de la mañana, inician su avance hacia la vereda El Pital y al llegar a la parte baja de dicho sitio, a unos 800 ó 1.000 metros observan a 4 hombres vestidos de camuflado y con armas largas, quienes luego de detectarlos abrieron fuego contra las tropas, simultáneamente la compañía Alcatraz entró en combate en la parte alta de la vereda Guamal;  decide continuar avanzada con su equipo hacia el puente colgante que comunica a la vereda El Pital con Guamal sobre el río Negrito, encontrándose en dicho lugar toman las siguientes posiciones:  de puntero RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN cerrando ÉL; allí se percataron nuevamente de la presencia de otros 3 subversivos, donde uno inicia fuego contra ellos, al que respondieron, ofensiva que duró aproximadamente 10 minutos, luego de controlada la situación proceden a realizar registro del área, donde encontraron boca abajo el cuerpo sin vida de unos de los atacantes, a su lado había un radio Motorola y dos (2) minas antipersona de accionar con jeringa, elementos que fueron desactivados por el grupo EXDE al mando del cabo tercero JUAN CARLOS ORTEGA GARAVITO; todo el anterior procedimiento se informó al Teniente ÓSCAR ENRIQUE DUEÑAS, quien envía a dos reinsertados, IVÁN DARÍO y HÉCTOR DE JESÚS ARANGO GIRALDO,  que los estaban guiando en el desplazamiento, mismos que lo señalaron como integrante de las FARC y haber sido capacitado en explosivos; respecto al procedimiento realizado para levantar el cadáver, señala que el Teniente DUEÑAS le dio la orden de trasladarlo, en cuanto las autoridades judiciales no harían presencia en el lugar de los hechos, por razones de seguridad;  a su vez  el Mayor HERNÁNDEZ BOTIA, ordena entregar el cadáver a la unidad de Alazán, adscrita a “Juan del Corral”, a fin de que sea llevado al municipio de Argelia y puesto a disposición de las autoridades judiciales pertinentes. Afirma de igual forma que Disparó su fusil Galil No. 0961, sin poder precisar en cuantas ocasiones, sólo sabe que lo realizaba en dirección de donde eran atacados; finaliza su intervención señalando que toda su actuación la realizó dentro del marco de un deber constitucional. (C 1 y 2, fls 178-183, 162-167).

En ampliación de indagatoria rendida ante la fiscalía 22 UNDH y DIH, el 3 de agosto de 2011, ratifica lo anteriormente enunciado, adicionando que la misión asignada en las veredas El Guamal, La Quiebra y el Indial del municipio de Argelia, consistía en capturar y neutralizar a integrantes del frente 47 de las FARC; respecto al combate donde se produjo la muerte aquí investigada, señala se encontraban en desventaja frente a la guerrilla, en cuanto estaba en la parte baja con respecto a ellos, existiendo una distancia entre 100 a 200 metros; precisa que la compañía Destructor, se dividió en 2 pelotones, 5 y 6, quedando al mando del 5, el cual a su vez se subdividio en tres grupos, quedando en el último grupo, el cual se encontraba más cerca de los agresores, la posición dentro de éste era segundo, tercero en el desplazamiento, alternando en el desarrollo del enfrentamiento; describe la zona como un lugar boscoso, tiene un camino que comunica a la vereda El Guamal con el Indial, se encuentra el río negrito que es el límite entre la primera vereda y El Pital; el combate se presentó en el costado de las veredas El Pital, El Indial y la Quiebra. Acerca del encuentro de la tropa bajo su mando con la víctima, afirma en ningún momento tuvieron contacto directo con el occiso. En cuanto a la retención de JOHN JAIRO ARANGO y las amenazas de la señora LILIANA ARCILA, aduce no tener conocimiento de las mismas; reitera que la muerte fue en combate y no hubo previa detención. Se declara inocente de los cargos, en cuanto todo su actuar fue dentro de la misión institucional de las fuerzas militares, es decir se respetaron los derechos humanos de la población civil. (C-4, folios 268 al 277).
Informe de baja en combate, suscrito por el Sargento Viceprimero JOSÉ MARÍA JIMÉNEZ SÁNCHEZ, mediante el cual pone en conocimiento de la Cuarta Brigada, la muerte de JHON JAIRO ARANGO, en hechos ocurridos el 2 de febrero de 2005.  (CO1, fl 1; CO2, fl 86).

Oficio fechado 3 de febrero de 2005, suscrito por el secretario de Gobierno del municipio de Argelia, mediante el cual ordena al Comandante del batallón de contraguerrillas No. 4 “Granaderos”, Mayor JUAN HERNÁNDEZ BOTIA, el traslado del cadáver hasta la cabecera municipal de dicha localidad, a fin de proceder con el procedimiento judicial correspondiente, en cuanto por situación  de  orden  público  le  es  imposible  desplazarse  al  lugar de  los hechos -vereda el Pital-(C-1, FL 6).
Ratifica lo anterior en declaración, señalando que autorizó el traslado del cadáver hasta la cabecera municipal de la localidad, en cuanto la presencia de grupos armados al margen de la Ley, dificultaban el acceso a la vereda El Pital, situada a unas 8 horas de la cabecera municipal; respecto al levantamiento, indica que SILVIA HERNÁNDEZ GIRALDO, auxiliar administrativa, fue quien realizó la diligencia. Afirma de igual manera que las prendas de vestir del occiso fueron incineradas respetando los protocolos pertinentes, para lo cual se contó con la presencia del Comandante del batallón “Granaderos”, SILVIA HERNÁNDEZ GIRALDO, auxiliar administrativa y Él, actividad realizada por considerar que no se requiere para la investigación correspondiente, toda vez que cualquier información al respecto reposa en su despacho. En cuanto a la seguridad del lugar de los hechos y el municipio de Argelia, informa que se trata de una zona con un alto nivel de campos minados, instalados por el frente 47 de las Farc y el ELN, presencia de grupos armados que hizo necesario que la fuerza pública, a partir del año 2001 realizara operativos militares, con los cuales se logró recuperar la municipalidad; precisa que entre el 20 de enero de 2005 y finales de mayo de 2005, se presentaron combates en la vereda El Pital, La Quiebra, El Indial y Guamal, donde se presentaron varias bajas, se perdieron animales, se destruyeron campos minados y se desplazaron 1.853 campesinos, a la presente declaración anexa mapa e información de las veredas del municipio de Argelia, en las cuales se presenta gran injerencia de minas antipersona. (C3, fls 72-79). 

Oficio suscrito por el Sargento Viceprimero JOSÉ MARÍA JIMÉNEZ SÁNCHEZ, fechado 2 de febrero de 2005,  (mismo día de los hechos)  mediante el cual se deja a disposición del Juzgado 24 de Instrucción Penal Militar el cuerpo de JHON JAIRO ARANGO y el material incautado. (CO1, fl 2; CO2, fl 87). 

De los antecedentes registrados al occiso, es evidente que se trata de un homónimo, tal y como lo certifica la Fiscalía General de la Nación. (C1- fl 76; C2- fl 115).
Informe suscrito por el mayor JUAN RAMÓN HERNÁNDEZ BOTIA, comandante Batallón de Contraguerrillas No. 4 “Granaderos”, denominado orden de operaciones, desarrollada por “la compañía D del BCG No. 4, a partir del día 07-enero de 2005 de área en forma intensa, sostenida y continuada en el área general de los municipios de Argelia y Nariño con el fin de neutralizar y/o reducir cualquier acción terrorista de Organizaciones al margen de la ley pertenecientes a la Cuadrilla 47 de las FARC, Cuadrilla Carlos Alirio Buitrago, y grupos de las ONT-AUI que delinquen en el sector para ubicar capturar, judicializar y/o en caso de resistencia armada combatirlos y someterlos para garantizar la seguridad y la integridad de la población civil. La operación consiste en efectuar infiltración táctica a pie desde el PDM-AD del BCG No. 4 ubicado en el Municipio de Argelia, hacia el área general de los objetivos propuestos con   el fin de capturar y/o neutralizar células de los grupos de terroristas que delinquen en la región mediante operaciones militares, con un pelotón en el esfuerzo principal, un pelotón en el esfuerzo de apoyo y una sección en la reserva…” (C-1, fls 18-22). 
Oficio suscrito por el Coordinador Áreas de Atención y Prevención, del Programa Presidencial de DDHH y DIH, mediante el cual pone en conocimiento de la Dirección de Fiscalías, correo electrónico relacionado con ejecuciones extrajudiciales cometidas por el Ejército Nacional, refiriéndose específicamente a la muerte de JOHN JAIRO ARANGO, habitante de la vereda El Pital del municipio de Argelia. (C2, fls 147-153). 

Reposa copia del Insitop del 2 de febrero de 2005, donde ubican a la  compañía Granaderos, en el municipio de Argelia y las veredas Guamal, El Pital de dicha localidad, en la operación Ejemplar, misión táctica Epopeya. (C 3, fl 50) 

En el plenario obra copia de las hojas de vida de dos procesados, en las cuales se observa que HERLEY ARIAS MORA, fue ascendido a teniente el 2 de diciembre de 2005, mediante acto administrativo 4314 del 25 de noviembre de 2005, le figuran varias felicitaciones por obtención de resultados operacionales.  (C3 y 4, fls 101-102, 151-152, 14-18).  JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, le figuran varios ascensos, de relevancia para esta investigación se destaca el realizado el 3 de septiembre de 2005, donde fue ascendido a Cabo Segundo y el 6 de septiembre de 2008 paso a ocupar el cargo de Capitán; ha recibido varias felicitaciones por obtención de resultados operacionales. (C4, fls 19-22).

Informe suscrito por JUAN CARLOS ORTEGA GARAVITO, comandante del equipo EXDE, mediante el cual pone en conocimiento del comandante del Batallón de Ingenieros de Combate No. 4 “Pedro Nel Ospina”, las actividades realizadas para lograr la destrucción de los elementos incautados en el lugar de los hechos, indicando para ello que en la vereda El Indial del municipio de Argelia, cuyas coordenadas corresponden a 05 40 02-75 06 43, detectaron y destruyeron 2 minas antipersona y 1 carga explosiva por sistema eléctrico sin instalar, elementos explosivos que se encontraban dispuestos para atentar contra las tropas del ejército. (C3, fls 104-105).
En declaración adujo ser quien destruyó los explosivos incautados al occiso, actividad realizada con el equipo bajo su mando; elementos que  correspondían a dos minas de presión con jeringa y una mina de sistema eléctrico sin instalar; respecto a la muerte informa que al momento de presentarse el enfrentamiento se encontraba con su grupo en la parte de arriba de la vereda El Pital, en cuanto su función no es de choque, sino ser comandante del grupo EXDE, en razón a ello la función cumplida en los hechos fue destruir y neutralizar los artefactos explosivos, de lo cual levantó la respectiva acta. (C-3, fls 179-181).

Por solicitud del delegado de la fiscalía y la defensa, el anterior suboficial, fue llamado a declarar en el trámite de la audiencia pública, en la cual hizo uso del derecho a guardar silencio, en cuanto de alguna manera se encuentra involucrado dentro de los hechos que dieron origen a la presente investigación.                                                                                                                                                                                                   
Informe investigador de campo, fijación fotográfica del radio Motorola y la granada incautada al occiso, así como de la destrucción de los elementos, de los cual se obtuvieron 17 fotografías que obran en el plenario. (C3, fls 118-124) 

Certificaciones del Comité Operativo para la Dejación de Armas-CODA-, las cuales dan cuenta que IVÁN DARÍO ARANGO GIRALDO y HÉCTOR DE JESÚS ARANGO GIRALDO, se desmovilizaron desde el 11 de enero de 2005; al respecto se cuenta con las declaraciones de estos.
IVÁN DARÍO ARANGO GIRALDO, en declaración rendida el 31 de marzo de 2005, adujo pertenecer a las FARC, decidiendo reinsertarse fue enviado al batallón “Granaderos” como guía, cuyo único fin era guiarlos de Argelia a la vereda el Indial del municipio de Argelia, lugar donde se presentó la presunta  ofensiva militar, en la que perdiera la vida JOHN JAIRO ARANGO; combate que no presenció directamente, en cuanto se quedó con otros soldados a una distancia considerable, siendo posteriormente conducido al sitio referenciado, indicó que el occiso pertenecía al frente 47 de las FARC, en razón a ello realizó un curso de minado y realizaba actividades de patrullaje en la localidad de Argelia con el comandante Gadafi. (C1- fls 102-104, C2- fls 141-143) 

Siendo escuchado nuevamente en el curso de la audiencia pública, se retracta de la anterior versión, de la cual informa fue rendida bajo coacción; indicando en esta oportunidad, que se desmovilizó en el mes de febrero de 2005; para la fecha de los hechos-2 de febrero de 2005- se encontraba orientando a las tropas del batallón “Granaderos”, conformada por aproximadamente 50 militares, al mando del teniente DUEÑAS, iniciaron el recorrido unidos hasta la vereda la quiebra, donde se separaron por grupos de aproximadamente 10 hombres, quedando en la cuadrilla comandada por con el Sargento SALAS; para realizar las actividades de guía debía vestirse con prendas militares, es decir pantalón camuflado, el cual era superior a su talla, camisa verde y botas muy grandes, vestuario que posteriormente le fue solicitado para vestir al occiso; iniciaron el desplazamiento en horas del día, en dicho trayecto fue retenido JOHN JAIRO ARANGO, quien se encontraba vestido de ropa oscura de campesino y sucia, siendo conducido al sitio donde se encontraban ubicados, allí pernotó con la tropa y luego de caminar todo el día con él apareció muerto, acontecer que no presenció, de lo único que se dio cuenta fue que se sintieron unos disparos en la parte de encima donde se encontraba ubicado con el grupo del Sargento SALAS, quien instantes antes de la muerte de JOHN JAIRO ARANGO, recibió una llamada informándole que iban a proceder a realizar lo pertinente, a lo que se negó, posteriormente se escucharon unos disparos y el soldado que identifica como “CHIQUI”, les dijo que se tiraran al piso, actuar que repelió el Sargento SALAS, haciéndolos ponerse de pie, en cuanto según Él no se trataba de ningún combate; respecto a los militares que participaron en la detención del occiso, recuerda que se encontraba CARVAJAL; conoció al occiso  en un torneo de fútbol que se llevaba a cabo en una vereda de Argelia, nunca lo vio dentro de las filas guerrilleras; finalmente informa que según palabras del soldado “CALVO” fue quien dio muerte a JOHN JAIRO ARANGO; en la compañía que se encontraba estaba el teniente DUEÑAS y ARIAS y el Sargento SALAS. Afirma de igual manera que los militares siempre se presentaron ante el occiso como guerrilleros y que luego de lo ocurrido fue amenazado para que no compartiera con nadie lo acontecido, inclusive un cabo del ejército le dio $20.000 para cambiar la versión de los hechos, instruyéndolo acerca de lo que debía exponer. 

HÉCTOR DE JESÚS ARANGO GIRALDO, desmovilizado de las FARC, en declaración rendida ante el Juzgado 11 de Instrucción Penal Militar, el 3 de junio de 2006, afirma haberse encontrado como guía del Ejército Nacional, específicamente de la compañía Destructor al mando del Teniente ARIAS MORA, para la fecha de los hechos, 2 de febrero de 2005; respecto al conocimiento que tiene del occiso informa que se encontraba en las filas de las Farc, en razón a ello vestía de camuflado y portaba un fusil, era una persona muy orgullosa y atentaba contra la vida de la población civil. (C 1 y 2- fls 257-259, 193-195).   
Diligencia de Inspección Judicial, practicada a las diligencias relacionadas con la investigación adelantada por la justicia penal militar contra los procesados, por los hechos donde se le dio muerte a JOHN JAIRO ARANGO, misma realizada por el fiscal 22 UNDH y DIH el día 26 de septiembre de 2006, a fin de establecer si la muerte fue producto de un enfrentamiento, donde luego de analizado el trámite le surgieron serias dudas acerca de lo acontecido, procediendo por ende a solicitar la actuación por competencia. 

  De conformidad con lo ordenado en la audiencia preparatoria, se procedió a oficiar a las diferentes entidades, solicitudes probatorias que no fueron allegadas al plenario en su totalidad, las cuales se relacionan a continuación; en su orden respondió el Ministerio de Defensa, quien luego de los reiterados requerimientos por secretaría vía telefónica fueron enviadas por medio de correo  electrónico, anexando sólo la directiva No. 029 de 2005, misma que a nivel general trata del pago de recompensas por la captura o abatimiento en combate de cabecillas de organizaciones al margen de la Ley; situación que para el caso concreto no aplica. 

Así mismo se oficio a la alcaldía municipal y personería de Argelia, a fin de que informaran en términos generales cuál era la situación del área rural y urbana respecto del conflicto y si para el período comprendido entre enero y junio del año 2005, recibieron alguna queja acerca de denuncias realizadas sobre homicidios y si se tiene conocimiento de los autores, respuesta que fue brindada oportunamente, en la cual se da a conocer que efectivamente para el año 2005, en el municipio se presentaron conflictos por grupos armados al margen de la ley, donde resultaron 18 muertes.
Se ofició a las compañías de celulares y telefonía Comcel-Claro, Movistar, Tigo, Edatel, Avantel, a fin de que informaran desde qué fecha existía cobertura celular en el área urbana y rural en el municipio de Argelia y cuál era su cubrimiento: igualmente se solicitó información respecto de la cobertura celular para el 2 de febrero de 2005, en la vereda el Pital del municipio de Argelia-Antioquia y si a la señora MARÍA LILIANA ARCILA, le fue asignado un número de celular, es decir si compró, adquirió, recibió a cualquier título una línea celular; respuestas que fueron oportunamente allegadas, informando la primera sociedad, es decir Comcel-Claro, que la cobertura en dicha zona inició el 21 de diciembre de 2006, siendo deficiente la señal en la vereda  El Pital; respecto a la señora MARÍA LILIANA ARCILA, informa que tiene asignada una línea celular, la cual fue activada el 9 de octubre de 2009. Movistar informa que para el año 2005 y la fecha actual no tiene cobertura en el municipio de Argelia. Sistema Tigo dice que para el 22 de mayo de 2006, contaban con cobertura en la vereda El Pital, siendo la misma deficiente; en sus bases de datos no aparece la señora referida.   La empresa EDATEL para el 2005 tenía cobertura en la vereda El Pital, y les aparece registrado como cliente inalámbrico Global Village Telecom Colombia GVT. Avantel no tienen cobertura en el municipio de Argelia. 
Se ofició a la Cuarta Brigada y a la Policía Nacional, a fin de que certificaran la situación de orden público y las capturas realizadas en el municipio de Argelia, para el 2 de febrero de 2005, cuya respuesta se allegó al plenario informando que la situación de orden público en dicha localidad para esa época, era preocupante por la presencia de grupos armados al margen de la ley (FARC-AUC), precisando que para esa fecha se presentó un homicidio.

Se ofició a la dirección de desminado de la Presidencia de la República, a fin de que certificaran “la estadística de minas en Argelia – Antioquia en la zona rural y cercanías a lugar de los hechos para la época”, informe que fue allegado y del cual se extrae que según los eventos registrados no se evidencia ninguna víctima perteneciente a la vereda El Pital del municipio de Argelia, con la claridad que las víctimas son localizadas mucho tiempo después del accidente, donde la base de datos pudo haberse alimentado con posterioridad al año 2005.

Se le solicitó al Departamento de policía de Antioquia, informar a partir de qué fecha fue retirada la fuerza policiva del casco urbano de Argelia y cuando se produjo su regreso definitivo, informando que el 7 de agosto de 1999, fue retirada la fuerza pública del casco urbano de Argelia, regresando nuevamente el 26 de abril de 2002.

Así mismo se ofició a la alcaldesa municipal de Argelia, a fin de que informará, donde se ubica la vereda el Pital y veredas colindantes, a qué distancia se encuentran del casco urbano, qué medio de transporte existe para llegar a dichas veredas y el tiempo para llegar a las mismas, en cualquier medio de transporte; de igual manera se solicitó informar si en las veredas el Pital, Indial, Guamal y la Quiebra se ha realizado alguna actividad de desminado, específicamente durante los años 2004, 2005 y 2006 y si hay reporte de víctimas en esas veredas; cuestionario que fue absuelto en los siguientes términos: la vereda el Pital queda al sur de Argelia, límites con Río Negrito, Nariño-Antioquia, colinda con las veredas la quiebra y el plan; la distancia del casco urbano al Pital, esta a tres horas y media, la quiebra a 3 horas y el plan  a 3 horas; medio de transporte mular o vehicular; tiempo para llegar a las veredas en mula 3 horas y en carro a dos horas y media; no se ha realizado ninguna actividad de desminado en dichas veredas. 

Se le solicitó al Juzgado 24 de Instrucción Penal, informar el destino de los elementos presuntamente incautados al occiso, es decir la granada y el Radio Motorola y copia de las actas en el evento de haber sido destruidos, requerimiento al cual responde que le es imposible suministrar o certificar el destino final de los elementos incautados al occiso, en cuanto las diligencias fueron remitidas el 19 de mayo de 2006 al juzgado 11 de instrucción penal militar. 
Igualmente se oficio al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, a fin de que informaran las coordenadas 05º 40`02``075º 06`43``, mismas que fueron informadas por la unidad militar, dentro de  la geografía colombiana a que sitio específico corresponden, de las cuales indica que corresponden al municipio de Argelia-Antioquia.

Se ofició a la fiscalía Local y a la Unidad Seccional de fiscalías de Quimbaya- Quindío, a fin de que informaran y certificaran si en el mes de febrero o marzo del año 2005, recepcionaron denuncia realizada por la señora MARÍA LILIANA ARCILA RAMÍREZ y cuáles fueron los hechos denunciados, respondiendo las dos Unidades que no cuentan con denuncia por esta persona. 
Dentro del presente plenario existe relativa claridad sobre lo ocurrido, solo basta por determinar el grado de participación de los vinculados, en ese orden ha de valorarse lo expuesto por los procesados, HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL Y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, en el procedimiento donde se produjo la muerte conocida, donde en principio al unísono plantean la existencia de un combate, es decir construyen una serie de actos que en su momento podría pensarse en un verdadero enfrentamiento, donde tenemos como hecho cierto la muerte de una persona.  

RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, (31 DE MARZO DE 2005) en sus diversas exposiciones indica que la compañía Destructor al mando del Teniente ÓSCAR ENRIQUE DUEÑAS BARRERA, inició su desplazamiento de Argelia, hacia Villeta, lugar que se encontraba minado, por lo que no pudieron transitar por el camino, debiendo tomar travesía por los rastrojos, llegaron inicialmente a la vereda la Quiebra, donde se quedaron un día, al amanecer retomaron el viaje en dirección al Guamal, desplazamiento que no pudieron continuar, en cuanto la compañía Alcatraz entro en combate con grupos subversivos, pasado un largo período de tiempo escucharon que la guerrilla cogió hacia el puente colgante que se encontraba al lado del río Negrito de Argelia, es así como el Soldado JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA, ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, HERLEY ARIAS MORA y Él, se emboscaron al lado del puente, donde se quedaron aproximadamente 4 horas, llegando la tarde (3:00 p.m), lograron visualizar a 3 guerrilleros, quienes los atacaron, ofensiva a la cual respondieron, sin poder avanzar, habiendo controlado la situación luego de haber trascurrido unos 10 minutos, procedieron a registrar el área, encontrando a unos 10 metros de donde se encontraban un cuerpo sin vida, al lado una mina de jeringa y otra con unos cables en un tarro de aceite, por lo que decidieron llamar al grupo MARTE al mando de JUAN CARLOS ORTEGA GARAVITO, quienes procedieron a destruirlas, luego los guías que los acompañaban-IVÁN DARÍO y HÉCTOR DE JESÚS ARANGO, identificaron al cadáver como colaborador de la guerrilla; al lugar de los hechos no llegaba ninguna autoridad judicial, dada la distancia al casco urbano de la localidad mas cercana, es decir Argelia que se encontraba a tres días, situación que conllevó al Teniente HERLEY ARIAS MORA a realizar el levantamiento del cadáver, luego el Teniente DUEÑAS dio la orden de subirlo a un caballo, realizado lo anterior continuaron su desplazamiento hasta la vereda la Quiebra, lugar donde fue entregado el muerto a la compañía Alazanes del “Juan del Corral”, arribando finalmente a la vereda Guamal; al momento del hostigamiento se encontraba de puntero, le seguía JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA y luego HERLEY ARIAS MORA, portaba un fusil galil número 2052, el cual disparó hacia los atacantes, para lograr avanzar. No puede establecer quien dio la baja, en cuanto se trató de un fuego cruzado. (CO1 y 2; Fls 84-87, 123-126). 

En indagatoria rendida el 31 de mayo de 2006, ante el Juzgado 11 de Instrucción Penal Militar, indica que al momento del enfrentamiento se encontraba de puntero y al momento del ataque disparó su arma de dotación, gastando un proveedor; disparaba hacía el enemigo, sin embargo es muy difícil determinar si dio en el objetivo; recuerda haber visto al momento del hostigamiento a tres hombres, pero presume que eran más porque los disparos provenían de varios lugares. (C 1 y 2, fls 220-223, 186-189). 

En ampliación de indagatoria, afirma que fue quien encontró al occiso, de quien dice era guerrillero, más no campesino como lo afirman sus familiares, afirmación que fundamenta en el hecho haberse encontrado vestido de camuflado y por los elementos incautados, radio Motorola y dos minas; reitera que se encontraba de puntero, actividad que ha cumplido durante 4 años; la compañía destructor se encontraba conformada por aproximadamente 20 hombres, organizándose en grupos de 5 y 6 soldados; respecto al lugar donde fue encontrado el cadáver, lo ubica sobre un cerro; No acepta los cargos endilgados, en cuanto dicha  muerte fue con ocasión del servicio, es decir se encontraba combatiendo a grupos al margen de la ley. (C4, fls 23-35).

JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, (31 MARZO DE 2005) en varias declaraciones ratifica la versión brindada por sus compañeros, especialmente la de HERLEY ARIAS MORA, adicionando que el 31 de enero de 2005, recibieron la orden de iniciar el desplazamiento hacia la vereda el Guamal, a efectos de cumplir una misión; estuvieron emboscados todo el día en Villeta, de donde tomaron rumbo a la vereda la Quiebra, (todas veredas de Argelia), donde igualmente estuvieron emboscados, hasta el 2 de febrero de 2005, luego a las 8:00 a.m. iniciaron el desplazamiento hacia el lugar designado para la misión, vereda Guamal, en dicho traslado lograron visualizar que se aproximaban 4 ó 5 guerrilleros, quienes estaban a unos 20 ó 30 minutos y por los lados de unos cultivos que se hallaban en huecos o cañadas, lugar a donde decidió bajar la compañía Destructor 5 al mando del Teniente HERLEY ARIAS MORA, quedándose en la parte de encima prestando seguridad el comandante ÓSCAR ENRIQUE DUEÑAS, en ese instante entró en combate la compañía Alcatraz, ubicada en la vereda Guamal, encontrándose ellos en la cañada del Indial; aclara que el Indial se encuentra en la parte de abajo y el Guamal en la parte de arriba. Aduce que quien se encontraba de puntero era Ramiro De Jesús Carvajal, le seguía Él; portaba el fusil galil número 4930, el cual disparó en varias oportunidades, sin recordar cuanta munición gastó. Describe el terreno como quebrado, marañoso y con muchos cultivos de coca. No sabe precisar a qué distancia se encontraba del cadáver, pero recuerda que se encontraba retirado. No tuvieron oportunidad de dialogar con los pobladores de las veredas, en cuanto todo el tiempo estuvieron emboscados y quienes llegaron primero al sitio fue la compañía Alcatraz. (CO1 y 2; fls 88-92, 127-131). 

Igualmente rindió indagatoria ante el Juzgado 11 de Instrucción Penal Militar, el 31 de mayo de 2006, donde manifestó que al momento del enfrentamiento se encontraba de segundo, siendo el puntero RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL; disparo su arma de dotación, pero no recuerda cuanta munición gastó; vio el cadáver de lejos; respecto al levantamiento del cadáver informa que como en el lugar de los hechos no se presentó ninguna autoridad, dada la distancia, envolvieron el cuerpo en un plástico, lo subieron en un caballo para llevarlo al municipio de Argelia. Admite que posterior a la muerte aquí investigada, regresaron a la vereda El Pital, donde los moradores les informaron que fueron coaccionados por la guerrilla para decir que el occiso era un campesino. (C- 1 y 2, fls 216-219, 182-185). 

El anterior soldado fue escuchado nuevamente, a través de ampliación de indagatoria, donde coincide en afirmar que sostuvieron un combate, el cual culminó con la muerte del señor JOHN JAIRO ARANGO, ratificando que el militar Carvajal se encontraba de puntero y Él de segundo; en ésta oportunidad informa que vio la víctima de lejos y que se encontraba con pantalón camuflado, una camisa verde oscura, unas botas de caucho negras, se encontraba sucio, última circunstancia de la cual deduce que fue arrastrado por la guerrilla para intentar llevarlo consigo, donde no logrando realizarlo muy probablemente procedieron a llevarse su armamento; afirma que para el 1 de febrero de 2005, se encontraban en Villeta-Florida, lugar que queda a un día de camino de la vereda la Quiebra y el Pital, a renglón seguido indica haber llegado a la primera el 2 de febrero y que ésta se encuentra cerca al lugar de los combates; respecto al número de integrantes de la compañía destructor, indica encontrarse conformada por 40 soldados, donde al momento del combate se encontraban entre 10 y 11 hombres. (C4, fls 4-13)

JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, (MARZO 31 DE 2005) en sus diversas  declaraciones aduce que el 2 de febrero de 2005, se presentaron varios enfrentamientos en la vereda Guamal, entre la guerrilla y el ejército, cuyas compañías involucradas, era Alcatraz y Destructor 5, de dichos enfrentamientos sólo se presentó una baja, a manos del segundo grupo, el cual se encontraba organizado en el siguiente equipo de combate, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA, ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, ÉL y HERLEY ARIAS MORA. Portaba un fusil, el cual disparó durante el enfrentamiento hacia el lugar de donde eran hostigados, sin recordar cuánta munición gastó. El grupo que los atacó se encontraba conformado por 8 ó 10 hombres. Describe el terreno como quebrado, bastante boscoso, con varios cultivos de coca y deshabitado, sólo se encontraba una vivienda dehabitada. Se encontraba a una distancia del cadáver entre 100 y 200 metros. (CO1 y 2; fls 94-97, 133-136).

Siendo nuevamente interrogado mediante indagatoria en el Juzgado 11 de Instrucción Penal Militar, el 31 de mayo de 2006, ratifica lo afirmado por HERLEY ARIAS MORA, es decir, admite haber participado en los hechos donde dieron muerte a JOHN JAIRO ARANGO; agrega que la compañía Destructor se encontraba al mando del Teniente ÓSCAR ENRIQUE DUEÑAS BARRERA, la cual a su vez se dividió en dos pelotones, Destructor 5 y 6, el primero conformado por RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA, ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, ÉL y HERLEY ARIAS MORA, encontrándose Éste último al mando, pelotón que entró en contacto y dio la baja; precisa que todos los referenciados militares dispararon su arma de dotación; admite haber visto al cadáver con la ropa ensangrentada, se encontraba vestido con pantalón camuflado, camisa verde y botas de caucho. Culmina señalando que todos los moradores de las veredas colindantes al lugar de los hechos le ayudan a la guerrilla brindándole información acerca de los movimientos del ejército, así mismo cultivan coca para luego vendérsela. (C 1 y 2- fls 212-215, 178-181). 

Al respecto JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, en la ampliación de indagatoria, informa entre otras, que haciendo uso de derecho a guardar silencio no se pronunciará en esta oportunidad, ratificándose en lo inicialmente dicho en la versión de indagatoria rendida el 31 de mayo de 2006. Se declara inocente de los cargos formulados por la fiscalía, en cuanto la muerte de John Jairo fue dentro de una orden de operaciones y por ende producto de un enfrentamiento (C-4, fls 288-290).    

ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, en sus diferentes declaraciones  ratifica las versiones ofrecidas por sus compañeros, agregando que llegaron a la vereda el Pital el 2 de febrero de 2005; afirma haber disparado su fusil y disparó a la parte alta, en dicha actividad gastó un proveedor. (C 1 y 2, fls 99-101, 138-140).
El anterior, es decir ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO en indagatoria rendida el 31 de mayo de 2006, ante el Juzgado 11 de Instrucción Penal Militar, reitera que quien entró en combate fue Destructor 5, compuesta por HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN,  JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL y ÉL, quienes habiendo participado activamente en el cruce de disparos, produjeron la muerte de JOHN JAIRO ARANGO, sin poder precisar quién o quienes produjeron el resultado. (C 1 y 2, fls 224-226, 190-192).

En ampliación de indagatoria, rendida el 11 de julio de 2011, indica que vio de lejos el cadáver, sin precisar a qué distancia se encontraba, supo de los elementos incautados por la comunicación que tiene con sus compañeros de tropa; precisa que cuando entraron en combate, se encontraba ubicado de tercero; reitera que iniciaron el desplazamiento desde Argelia el día 31 de enero de 2005, en la madrugada, cuyo destino final era la vereda Guamal, antes de llegar a dicho lugar arribaron al Indial; afirma que quien encontró el cadáver fue RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL. Se declara inocente de los cargos, en cuanto la muerte producida fue producto de un enfrentamiento con el enemigo. (C4; fls 14-22).
Siendo la audiencia pública la última oportunidad para interrogar a los procesados HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL Y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, se ilustraron acerca de las previsiones legales y constitucionales, manifestando todos que guardarían silencio, en razón a los derechos que le asisten como procesados. 

En el presente itinerario entre otros se escuchó a los familiares y vecinos del occiso, señores MARÍA ORFARY ARCILA OROZCO, MOISÉS ARANGO GARCÍA, JOSÉ ALBEIRO JARAMILLO QUINTERO, ROSA ELENA BETANCOURT, DARÍO DE JESÚS ARANGO ARANGO, MARÍA LILIANA ARCILA RAMÍREZ y JESÚS ANTONIO OCAMPO GIRALDO, declaraciones que se resumen a continuación:

MARÍA ORFARY ARCILA OROZCO, esposa de la víctima, afirma que vivían en la vereda El Guamal del municipio de Nariño; respecto a la muerte de su compañero, afirma no tener ningún conocimiento, de lo único que puede dar fe es que el martes 1 de febrero de 2005, en horas de la mañana salio de su residencia para una finca de que tenían, donde trabajaría toda la mañana y en horas de la tarde continuaría en la finca de JESÚS ANTONIO OCAMPO, llegando el medio día le mandó el almuerzo con las hijas, siendo la última vez que lo vieron, donde no habiendo llegado a su hogar inició la búsqueda, fue cuando el referenciado campesino le informó que habían pasado por su casa con un muerto, encontrándose posteriormente con el dueño de la mula, Éste le comunica que se encontraba muerto en la cancha de fútbol y básquetbol de la escuela ubicada en la vereda La Quiebra, es así como desplaza con otros familiares a la morgue del municipio de Argelia, a fin de realizar el reconocimiento, no logrando identificarlo inmediatamente, en cuanto se encontraba vestido uniformado. Afirma que su compañero era una persona trabajadora, dedicado a la agricultura, no portaba armas, nunca lo vio uniformado y no pertenecía a ningún grupo al margen de la ley; para la fecha de los hechos había presencia del ejército por la zona, más no de guerrilleros. (C4, fls 248-254)

El señor MOISÉS ARANGO GARCÍA, tío del occiso, afirma que era una persona dedicada a la agricultura, la única arma que cargaba era un machete para trabajar. En tiempo de cosecha de café, es decir, en septiembre y octubre se iba por un mes a trabajar. Versión ratificada en declaración extrajuicio del 3 de marzo de 2005. (C-2 y 3, fls 80-82, 60-63). 

 El señor JOSÉ ALBEIRO JARAMILLO QUINTERO, rindió declaración ante el Secretario de Gobierno del Municipio de Argelia, el día 4 de febrero de 2005, donde adujo conocer al occiso, de quien indica correspondía al nombre de JHON JAIRO ARANGO, persona dedicada a la agricultura, padre de 4 hijos menores, convivía con la  señora ORFARY ARCILA, residente en la vereda El Pital, lugar por donde el ejército realizaba actividades de patrullaje; respecto a los hechos que rodearon su muerte indica que se encontraba desaparecido desde el 1 de febrero de 2005, donde habiéndose presentado enfrentamientos entre la guerrilla y las fuerzas militares en la vereda de Guamal, el día 2 de febrero de 2005, al día siguiente, es decir  3 de febrero de 2005- los moradores del lugar tienen conocimiento que de dicha actividad se produjo una muerte, rumorándose que se trataba del campesino desaparecido, por lo que deciden desplazarse a la morgue del municipio de Argelia, donde logran identificar que se trataba del ciudadano referenciado inicialmente; seguidamente procede a describirlo como una persona trigueña, bajita, rostro cuadrado, ñatico, cabello negro y lacio, delgado, dentadura natural. (C1- fls 53-54; C2- fls 103-104).

La señora ROSA ELENA BETANCOURT, aduce conocer de toda la vida al occiso JOHN JAIRO ARANGO, quien vivía cerca de su casa y se dedicaba a la agricultura, esto es, cultivaba maíz, frijol, entre otros productos; nunca lo vio portando armas, la única que poseía era un machete para realizar su trabajo; respecto al lugar donde se produjo su muerte informa que según los familiares de éste fue en la vereda el Pital del municipio de Argelia; en relación a posibles vínculos que hubiese llegado a tener con grupos armados al margen de la ley, señala que no le consta que perteneciera a dichas organizaciones. Versión ratificada en declaración extrajuicio del 3 de marzo de 2005. (C 2 y 3, fls 76-79, 56-59, 106).    

DARÍO DE JESÚS ARANGO ARANGO, campesino de la vereda El Pital de Argelia, en declaración rendida el día 27 de julio de 2011, ante la Unidad Nacional de Derechos Humanos, afirmó que se encontraba en su casa almorzando y cuando salió a retomar sus actividades laborales logró ver a JOHN JAIRO ARANGO con vida y en manos de la fuerza pública, quienes lo tenían uniformado y con una capucha negra, no obstante lo reconoció entre otros aspectos por los labios y la altura; ese mismo día en horas de la tarde entre las 3:00 y las 3:30 p.m. se enteró que le habían dado muerte; respecto a la forma de actuar y actividades laborales del occiso, informó que era una persona que no le hacía daño a nadie, que se dedicaba a actividades agrícolas, como siembra de maíz, café y frijol; aclara que el grupo de militares que retuvo al JOHN JAIRO se componía de 24 ó 25 miembros, donde cree que lo sucedido fue un día miércoles; adujo de igual forma que diferenciaba a la guerrilla del ejército, en cuanto los primeros portan fusiles de palo y utilizan botas, mientras que el armamento de los segundos las cachas son de hierro y usan zapatos. (C4-fls 255-259)        

MARÍA LILIANA ARCILA RAMÍREZ, en declaración rendida el día 28 de julio de 2011, ante la Unidad Nacional de Derechos Humanos, informó que cuando JOHN JAIRO ARANGO se encontraba en el patio de su casa bebiendo agua de panela que le había brindado, ingresaron dos soldados, uno de ellos revisó las habitaciones, posteriormente indagó al occiso acerca de su nombre y lugar de residencia, una vez le respondió, le indicó que sería llevado ante su comandante, antes de marcharse de su casa el militar se le acercó,  para decirle que no podía comentarle a nadie lo ocurrido, pues de hacerlo le deban muerte a ella y a sus hijos; pasados unos dos días, entre miércoles y jueves, apareció muerto JOHN JAIRO; respecto a las actividades laborales y el vestuario que tenía la víctima al momento de ser retenido, informó que era caficultor, es decir, sembraba maíz, café y frijol; se encontraba con una camisa blanca de manga corta, pantalón azul, botas de campesino para trabajar y cubierta colgada al cinturón; en relación al vestuario que portaban los uniformados que se llevaron al renombrado ciudadano, indica que se encontraban con gorra y vestido camuflado, botas de material, portaban armas largas y en el hombro tenían un letrero de “ejército nacional”; describe a uno de ellos como una persona no muy alta, morena y al parecer oriundo de Montenegro-Quindío, según le dio a entender, pues le ofreció administrarle un bar en dicha localidad, del otro sólo recuerda que era mono. De su casa al lugar donde fue muerto JOHN JAIRO, se debe recorrer aproximadamente hora y media. A raíz de la anterior muerte, decidió radicarse en Quimbaya- Quindío, lugar donde la localizaron vía celular, indicándole que ya la tenían ubicada, por lo que era mejor que guardara silencio, situación que puso en conocimiento de las autoridades judiciales, es decir, de la Fiscalía de Quimbaya, donde llamaron al número de celular del cual recibió la llamada, siendo atendidos por un hombre, éste adujo ser el dueño de dicha línea y encontrarse en Armenia. (C4-fls 260-266)    

JESÚS ANTONIO OCAMPO GIRALDO, afirma que el occiso era una persona trabajadora, se dedicaba a actividades agrícolas, no tenía ningún conocimiento en explosivos y armas; respecto a su muerte informa que no fue producto de un enfrentamiento y que fue en un camino llamado Río Negrito; precisa que SONIA JARAMILLO, quien le ayudaba en labores domésticas, le comunicó que el día antes de su muerte, es decir el martes 1 de febrero de 2005, JOHN JAIRO ARANGO, había ido a su casa a buscarlo para sembrar chocolate, pero como no lo encontró,  tomo el camino hacia  arriba, habiendo sido seguido por unos soldados que se encontraban por los alrededores, en la casa de la señora LILIANA ARCILA, lo retuvieron y se lo llevaron por un camino que conduce a la escuela. Afirma que un campesino de nombre JAIRO ARCILA, le comentó que los militares le habían dicho que necesitaban transportar una carne que habían comprado y que les prestara una mula, misma que les facilitó, presume entonces que la requerían era para transporta el cadáver, situación corroborada con ÁLEX BETANCUR, quien fue por el mular, y la respuesta que obtuvo fue que la necesitaban para transportar un guerrillero dado de baja, a quien logró identificar y lo vio vendado, negándose entonces a dejárselas, consiguieron otra y finalmente lo llevaron a Argelia. Para le fecha de los hechos el ejército se encontraba realizando campamentos por la vereda La Quiebra y el Indial; respecto a la distancia entre la casa de la señora LILIANA ARCILA al lugar donde se presentó la muerte de la víctima, informa que hay unos 20 minutos caminando. (C4, fls 241-247).

En el presente itinerario entre otros se escuchó al mayor ÓSCAR ENRIQUE DUEÑAS BARRERA, en declaración rendida el 19 de mayo de 2006, afirma que para la fecha de los hechos, 2 de febrero de 2005, era el comandante de la compañía Destructor, la cual dividió en Destructor 5 y 6, quedando al mando del pelotón 5 HERLEY ARIAS MORA, quien en horas de la tarde le reporta un enfrentamiento con la guerrilla en la vereda El Pital del municipio de Argelia, el cual duró aproximadamente 20 minutos, donde una vez controlada la situación es informado de los resultados operacionales, cuyo resultado es una baja; todo lo anterior le fue comunicado inmediatamente al comandante del batallón de contraguerrillas No. 4 “Granaderos”, mayor JUAN HERNÁNDEZ BOTIA, quien autorizó trasladar el cadáver hasta la vereda La Quiebra, lugar donde se entregó a una sección del Grupo de Caballería de “Juan del Corral”; afirma no haber participado en la actividad donde se produjo la muerte de JOHN JAIRO ARANGO, en cuanto su función era únicamente establecer los ejes de avances de las unidades. (C 3, fls 45-47).    

ALEGATOS  DE  CONCLUSIÓN

Culminada la práctica de pruebas en la audiencia, se escuchó al delegado de la fiscalía en su alegato de conclusión, para decir que con las pruebas de la  investigación  y el juicio, sobre los hechos ocurridos el 2 de febrero de 2005 en la vereda El Pital de Argelia, permitieron establecer que  la muerte de JOHN JAIRO ARANGO fue por causa de proyectiles de arma de fuego disparados  por los miembros del Ejército Nacional, y de manera particular  los integrantes de la Compañía Destructor 5 al mando del oficial HERLEY ARIAS MORA y conformada por los demás procesados; en cuanto a las pruebas sobre su responsabilidad como coautores de la muerte en medio de un contexto de operaciones bélicas, el deceso se produjo en condiciones de indefensión del occiso, de un  campesino de la vereda El Pital que se dedicaba a labores agrícolas,  cuando fue retenido por personal militar de la Compañía Destructor, que por lo tanto tenía la calidad de población civil ajena al conflicto, no habiéndose desvirtuado lo expuesto por las declaraciones  de la esposa MARÍA ORFARI ARCILA OROZCO, JOSÉ ALBEIRO JARAMILLO QUINTERO, ROSA ELENA BETANCOURT, MOISÉS ARANGO GARCÍA, JESÚS ANTONIO OCAMPO GIRALDO, DARÍO DE JESÚS ARANGO ARANGO y MARÍA LILIANA ARCILA RAMÍREZ, es decir que era un campesino dedicado a las labores del campo y no un guerrillero como se quiso presentar por los militares procesados, para justificar su muerte en un falso y simulado combate; planteó que tampoco pudo desvirtuar la defensa estos testimonios, en cuanto que el dia  que se produjo la retención de JOHN JAIRO por personal del Ejército Nacional, vestía prendas de campesino, de civil, y no el camuflado con el que fue presentado a las autoridades civiles para la inspección de su cadáver, o que este fuera guerrillero, de la misma manera  que fura experto en explosivos del frente 47 de las FARC.

               Afirmó que lo anterior fue confirmado  en la audiencia de juicio con el testimonio de IVÁN DARÍO ARANGO GIRALDO, ex guerrillero, desmovilizado y quien al intentar reinsertarse a la vida civil, fue reclutado por el Ejército, y no obstante su condición de dejación de armas, no se les respeto principio de inmunidad de los no combatientes previsto en el Derecho Internacional Humanitario, es llevado de regreso al conflicto armado como guía y utilizado indebidamente en operaciones militares;  así su testimonio directo, que fue veraz, digno de credibilidad, sumado a la  coherencia de sus afirmaciones con los otros testigos, confirmando lo dicho por esposa, vecinos y amigos, es decir que el occiso era un campesino de la zona rural de Argelia, así mismo, confirma los indicios probados por la Fiscalía en la Resolución de Acusación, es decir que JOHN JAIRO ARANGO fue retenido ilegalmente por personal de la Compañía Destructor al mando del Teniente ÓSCAR DUEÑAS y de la Compañía Destructor 5 al mando del Teniente HERLEY ARIAS, siendo obligado a despojarse de su ropa de civil y a vestir prendas militares,  como las que tenía su cadáver al momento de la inspección, siendo en principio engañado para que diera información sobre la ubicación de los comandantes guerrilleros de la zona, haciéndole creer que eran insurgentes, y a su vez  ofreciéndole dinero por la misma información; de la misma manera este testigo confirmó que la muerte la produjeron integrantes de la Compañía Destructor 5, siendo alterada la escena del crimen para hacerlo parecer muerto en combate, el cual no existió, situación que se ratifica, cuando el testigo se refiere al suboficial que llama SARGENTO SALAS, quien cuando se inició el supuesto combate, junto con las explosiones, les hizo levantar como indicativo de que no había peligro, pues sabía que el combate no era real, sino la trama utilizada para realizar el montaje del homicidio de JOHN JAIRO ARANGO.

                Consideró  el delegado de la Fiscalía la existencia de inconsistencias,  como lo fue la falta de una escena de combate,  de la misma manera si siendo explosivista porque no se realizaron por parte de los militares las pruebas consistente en exámenes técnicos de balística y explosivos del cadáver de JOHN JAIRO ARANGO, procediendo si a trasladar el cadáver sin las respectivas previsiones, habiéndose tomado dos  (2) días para llevarlo a Argelia, recorrido que duraba un máximo de cuatro horas, el cual se hubiera hecho más rápido en helicóptero, para que fuera la Policía Técnica judicial la que realizara la inspección del cadáver y no la inexperta inspectora de policía de Argelia SILVIA HERNÁNDEZ. Considera que cualquier duda a favor de los procesados fue despejada, inclusive la intimidación ejercida sobre el testigo reinsertado, quien pidió protección de la Oficina de Asistencia y Protección de Testigos de la Fiscalía, quien lo acogió en el programa, al considerarlo viable para incluirlo en el programa, no tratándose de un asunto personal del fiscal, sino una política de protección 
               Concluye diciendo que la defensa tampoco logró desvirtuar la numerosa serie de inconsistencias, contradicciones e incoherencias que rodearon la muerte de JOHN JAIRO ARANGO y su posterior judicialización, pues no existió ninguna explicación razonable a la demora en su transporte, las mentiras que prosiguieron a su muerte, como son los informes de inteligencia 0021 y 0022 suscritos por el Sargento Viceprimero JIMÉNEZ SÁNCHEZ JOSÉ MARÍA, Suboficial S1 del Batallón Contraguerrillas “GRANADEROS”, visibles a folios 2 a 4 del cuaderno 1, el mismo día informa de los hechos es decir el 2 de febrero de 2005  e igualmente dejando a disposición de la Juez 24 de Instrucción Penal Militar de la Cuarta Brigada un cadáver y un material de guerra, lo cual no fue verdadero, dado que esto ocurrió hasta el 4 de febrero y tanto el cadáver como el material de guerra se dejó a disposición fue de la Inspectora de Policía de Argelia, pues en este proceso no se tiene ninguna noticia que Instrucción Penal Militar haya intentado ir a realizar la inspección del cadáver. Por todo lo anterior solicitó  la Fiscalía  que se haga justicia en cuanto un campesino involucrado de manera injusta en un conflicto armado del que no pudo escapar, pero no por su voluntad sino porque fue utilizado para demostrar unos resultados que nunca ocurrieron; por ende pidió se profiriera sentencia condenatoria en contra de los procesados HARLEY ARIAS MORA, JULIO CESAR DURÁN RINCÓN, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO por el delito descrito en el artículo 135 del Código Penal, como HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA en la persona de JOHN JAIRO ARANGO.

                                En su intervención el representante de la parte civil planteó al margen de lo expuesto por la fiscalía, para decir que la prueba es contundente sobre la responsabilidad de los procesaos, situación suficientemente ratificada con la declaración de IVÁN DARÍO ARANGO;  situación que se confirma  con la existencia de pruebas técnicas que permiten verificar que JOHN JAIRO ARANGO, fue muerto por el Ejército Nacional y en condición inerme; para el efecto se pudo reconstruir lo ocurrido, para lo cual cuenta la declaración de la señora MARÍA ORFARY ARCILA OROZCO, quien era la compañera sentimental del occiso, narró sobre las actividades por él cumplidas,  es decir ser agricultor; de la misma  manera la declaración de  MARÍA LILIANA ARCILA RAMÍREZ, en cuanto de  la casa donde ella se encontraba, fue sustraído el finado en contra de su voluntad,  por miembros del Ejército, en número de dos (2) donde una de las personas que ingresa a la vivienda, lo describe como moreno y bajo de estatura, y el otro un “MONITO”; donde el primero dijo  ser de Montenegro (Quindío), quien incluso le propuso que abanara su hogar, para administrar un bar en esa zona en ese municipio, donde de acuerdo a la hoja de vida que reposa en el proceso aparece la cédula del militar que se llama RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, expedida en Montenegro, (Quindío) razonamiento válido de la testigo, siendo esta una de las personas que retuvo al occiso, situación que se ratifica cuando el testigo IVÁN DARÍO, dijo que uno de los que conducía al interfecto era  CARVAJAL. 
             Agrega a su disertación la declaración del señor DARÍO DE JESÚS ARANGO ARANGO, quien observó a JOHN JAIRO ARANGO, cuando el personal del Ejército en número de cinco, (5)  lo tenía retenido, uniformado y encapuchado, dentro de un grupo mayor de cerca de 24 militares  y otro número 16  cercano, incluida cerca de su vivienda;  precisa entonces que la responsabilidad no es solo de los cinco  procesados, sino de todos los componentes de la patrulla, incluido el oficial ÓSCAR ENRIQUE DUEÑAS BARRERA,  encargado de toda la patrulla. Complementa su exposición para decir que con la declaración del señor JESÚS ANTONIO OCAMPO GIRALDO,  (Susito) narró que el occiso le iba realizar un trabajo agrícola, no habiendo llegado a cumplir con el propósito; demuestra esta situación que se trataba de un campesino, y no un guerrillero. Por el conjunto de lo  explicado se demuestra suficientemente que se trato de un homicidio, donde no hubo combate alguno, y esta se produjo por la previa retención ilícita.  
           Respecto de los elementos encontrados y las fotografías tomadas el personal del ejército en el lugar de los hechos, en momento alguno se observa   que aparezcan los  elementos que dicen que le fueron encontrados a JOHN JAIRO, es decir las minas en número de tres (3) que estaba sembrando, y el radio de comunicación y la granada, donde las fotografías en parte alguna dan cuenta de su existencia, para concluir que dichos elementos no existieron, o no estaban en el lugar donde se produjo la muerte, de la misma manera no existe una fotografía donde se muestre la destrucción de los presuntos elementos, aunque dijeron que un grupo anti explosivos realizó esa tarea, pero de las minas no hay un registro, no obstante se logra si establecer la existencia de una cámara fotográfica que portaban los militares; cuestiona lo dicho por los procesados, en  que el fusil que portaba el occiso, fue llevado por los guerrilleros que lo acompañaban, donde de ser cierto, resulta inexplicable el porqué no se llevaron los otros elementos, es decir  el radio y la granada. Acto seguido cuestiona las distancias  que fijan los militares para indicar el momento del presunto enfrentamiento; donde HERLES ARIAS  dice que entre ellos habían una distancia entre 100 y 150 metros, luego dice que los insurgentes entre sí se encontraban  a ese número de metros;  respecto de las trayectorias que impactaron el cuerpo de JOHN JAIRO dice que ninguna fue de frente, todas entraron por la parte posterior, es decir la espalda, situación que demuestra que no hubo combate, donde las heridas tiene  la particularidad que sus  trayectorias permiten establecer que el cuerpo tenía una inclinación, es decir estaba “agachado”   es decir podía estar en el piso, pero en momento alguno en posición de combate.

             Del radio presuntamente encontrado en poder del occiso, y objeto de revisión por un técnico, en su informe plasma  que el radio no tiene número de serie y se encuentra sin clic para su  porte;  situación que demuestra la dificultad para llevarlo consigo, siendo el interrogante en cuanto no teniendo un arnés, como hacía para llevar consigo la granada, las minas, y  el radio;  sumado a que de acuerdo al mapa elaborado por los militares,  como los elementos quedaron esparcidos, por ende como  salieron o se desplazaron de su cuerpo; siendo entonces la conclusión la misma  que todo obedeció a un montaje de los procesados, por ende el presunto combate no existió y que JOHN JAIRO ARANGO fue muerto por el personal del ejército procesado. Por lo anterior solicitó que la sentencia debe ser condenatoria en contra de HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL Y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, siendo esta la única manera  que las fuerzas militares entiendan que no pueden tener un comportamiento que violen los derechos humanos de la población, que en su lucha contra la subversión no pueden atentar contra los ciudadanos inermes, donde esos actos tienen consecuencias, como garantía de no repetición.  
             Acto seguido se le concedió la palabra a los procesados, haciendo uso de ella el oficial HERLEY ARIAS MORA, es conocedor de sus deberes, en cuanto responde a su formación militar, para decir que Él sus compañeros de armas son inocentes del cargo; precisa que en orden a los planteamientos de la Fiscalía y el abogado de la parte civil; solos los militares pueden hablar con conocimiento de causa, en cuanto se ha vivido el rigor de la milicia las situaciones del combate, para eso se solicitó la declaración del experto militar; situación que incluye el cuestionamiento del traslado del cadáver, donde los movimientos de la tropa no son sujetos a horario; son lentos, valorados en razón de la preservación de la vida, sumado a que hubo suficiente información, que la zona objeto del desplazamiento se encontraba minada. De las minas planteó que  varias formas de activación, pero resultan altamente peligrosas, donde inclusive podía activarse con la misma fotografía siendo la razón para no tomarlas. Del impacto en el radio dice que hubo muchos disparos y que el occiso estaba acompañado, en cuanto al no tener como cargarlo, es decir que carecía del clic, es una situación normal  que  se puede llevar de muchas formas.
                 También hizo uso  de la palabra el procesado RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL quien  admitió que el testigo IVÁN DARÍO ARANGO GIRALDO (a quien le dice Díaz), que lo recordó completamente porque estuvo un par de días con ellos en el área como orientador,  siempre estuvo durmiendo, comiendo y prestando servicio de guardia, por ende no entendió que siendo su amigo, haya cambiado su versión y solo dos meses atrás haya entrado al programa de protección.   

               De la misma manera renunció al derecho de guardar silencio, como los anteriores y con las previsiones legales y constitucionales, JOHN JÁNDER ORTIZ HIGUITA, quien de manera sucinta dijo habiendo estado en las fuerzas militares por espacio de doce años, habiéndose retirado por falta de garantías para seguir en su labor, no considerando justo el juicio y ser condenados por proteger el país, y de manera específica el área donde fueron los combates, donde la misma comunidad les dijo que la guerrilla habían obligado a la gente para que firmaran unos documentos, para hacer pasar el subversivo como campesino, donde el sitio que estuvieron existen minas y mucha subversión. Dos de los procesados optaron por guardar silencio. 

                En turno el abogado defensor, que  inicia su planteamiento afirmando que es  la fiscalía la obligada a desvirtuar la presunción de inocencia y no al contrario, donde entre las falencias que apreció en el trámite, está el carecer de un diagnóstico de contexto, que es una evaluación sobre la situación de orden público del lugar donde ocurrieron los hechos; de lo ocurrido el  dos (2)  de febrero de 2005, fue que una de las compañías de contraguerrilla del batallón granaderos sostuvo combates con la subversión en gran parte del día en mención, al mando del oficial ARLEY ARIAS MORA, donde el  proceso adelantado hubo falencias por carecer el Fiscal del conocimiento militar, luego explica los nombres dados a la distribución de la tropa, en orden al arma que pertenecen;  para acto seguido justificar las circunstancias adversas que limitan la posibilidad del movimiento; en ese orden en el año 2005, la movilidad era compleja y complicada, no solo por las condiciones del terreno, sino el control que ejercía la insurgencia; luego de varias reflexiones distintas al proceso, se centra en el testimonio  de IVÁN DARÍO ARANGO, de quien dice mintió en cuanto cuando se produce la desmovilización individual, deben ser internados  por un período de (3) meses, por lo anterior si teniendo  en cuenta  que si se desmovilizó en el mes de enero  de 2005, su internación terminaría en marzo,  no podría estar en la fecha en que ocurrieron los hechos; en este aspecto necesario es decir que fue una situación suficientemente explicada por el testigo, sumado a que  el procesado RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, lo recuerda suficientemente, solo sorprendiéndose por su actitud actual; igualmente se refieren a estos guías el conjunto de los procesados;  de manera particular HERLEY ARIAS MORA quien en el cuaderno uno,  fl 79  dice: “Al notar que este individuo no tenia armamento, di la orden que me hicieran llegar al lugar de los hechos, a los dos guías, que se encontraban con la COMPAÑÍA DESTRUCTOR, quienes se identificaban como HECTOR ARANGO e IVAN ARANGO, quienes forman parte del PLAN DE REINSERCIÓN.” Como se ha reiterado a través del plenario los hermanos ARANGO GIRALDO, se encontraban en el “teatro de operaciones” o cerca al sitio donde se produjo la muerte de JHON JAIRO ARANGO, finiquitándose cualquier discusión al respecto; no obstante debe decirse que lo narrado por el testigo repudiado por la defensa, fue suficientemente  ilustrada y corroborada;  de la misma manera que no se avizora que haya sido objeto de aleccionamiento o preparación para la intervención en la audiencia pública.

              Con relación a las trayectorias de los proyectiles expuesto por la parte civil,  la ausencia de los elementos, el presunto arrastramiento  del cuerpo por parte los guerrilleros, el defensor traslada la hipótesis para plantear, que los combatientes no permanecen de pie, lo hace sobre el piso;  en cuanto a las trayectorias, depende de las alturas, sea de abajo o de arriba; en cuanto a la destrucción de elementos el procesado HERLEY ARIAS explicó los motivos para no hacer el registro fotográfico en razón de los riesgos que esto conlleva;  de los elementos que presuntamente no se llevó la guerrilla, es decir el radio y la granada, obedece a que el presunto fusil es de mayor valor; de la ausencia del clic del radio, dijo puede ser llevado en cualquier parte del cuerpo,  o pudo haber sido de otro guerrillero; plantea que la parte  civil tergiversa las distancias y la localización de los guerrilleros; en cuanto que ninguno de los impactos fueran de frente, para la defensa resulta obvio, que si una persona corre, los disparos son por la espalda; planteando también la hipótesis que sus propios compañeros lo hayan impactado.   Por todo lo anterior considera que fueron suficientes los elementos  allegados, para absolver a sus representados por la duda que emerge a su favor. 

                     Respecto de las declaraciones rendidas plantea falencias, tales como lo dicho  por la señora ROSA ELENA BETANCUR, quien dijo conocer el occiso desde niño; pero  a su vez dice que llevaba un año sin vivir en Argelia, luego dice que lo conocía  por vivir cerca a su casa, que se dedicaba al agricultura, pero hacia hace seis (6)  meses antes de su muerte. Cuestiona lo dicho por  MOISÉS ARANGO, en cuanto que el finado era un andariego, habiendo temporadas que se marchaba a la recolección de café, mientras otros dicen que siempre permaneció en la vereda. Cuestiona la forma como se tipifico el punible, que en el evento de haber existido, se estaria frente a un homicidio agravado y no  en persona protegida; pero el deceso se produjo en un intercambio de disparos, donde los miembros del ejército no tenían conocimiento de las funciones de policía judicial, situación que pudo haber generado las contradicciones en el trámite; preparación que tampoco poseían el conjunto de funcionarios del municipio de Argelia.      
          Concluye diciendo que la única alternativa es absolver  por la existencia de la duda razonable, donde la Fiscalía no probó la responsabilidad de sus representados, por ende de  conformidad con el artículo 232 del Código de Procedimiento Penal, Ley 600 de 2000, la absolución se hace necesaria, en cuanto no hubo elementos contundentes para establecer responsabilidad  de los militares.  
             Luego de lo anterior se permitió por petición réplica a los sujetos procesales, es decir fiscalía, representante de la parte civil y defensa, que en buena reiteraron lo dicho en principio, donde lo expresado se enmarco mas en el campo personal, sin considerarlo de utilidad para la decisión, no obstante haberse respondido parte de las reflexiones, de manera conjunta se resuelve en la parte considerativa. 
UBICACIÓN   JURÍDICA   

              El punible por  el que se procede se encuentra reglado por la Ley 599 del año 2000, actual  Código Penal, Libro Segundo, Título II, Capítulo Único que se denomina HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, Artículo 135 que dice: El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, ocasione la muerte de persona protegida conforme a los Convenios Internacionales sobre Derecho Humanitario ratificados por Colombia, incurrirá en prisión de treinta (30) a cuarenta (40) años, multa de dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte (20) años. 

Parágrafo. Para los efectos de este artículo y las demás normas del presente título se entiende por personas protegidas conforme al derecho internacional humanitario:

1. Los integrantes de la población civil.

2. Las personas que no participan en hostilidades y los civiles en poder de la parte adversa.

3. Los heridos, enfermos o náufragos puestos fuera de combate.

4. El personal sanitario o religioso.

5. Los periodistas en misión o corresponsales de guerra acreditados.

6. Los combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u otra causa análoga.

7. Quienes antes del comienzo de las hostilidades fueren considerados como apátridas o refugiados.

8. Cualquier otra persona que tenga aquella condición en virtud de los Convenios I, II, III y IV de Ginebra de 1949 y los Protocolos Adicionales I y II de 1977 y otros que llegaren a ratificarse.

              Mediante el Decreto 0509 de 1996, se promulgó el Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (protocolo II), de manera particular los artículos 13 que se refiere a la protección de la población civil; el artículo 7º que se refiere a la protección y asistencia;   y el  artículo 9º que se refiere a la protección del personal sanitario y religioso. 

C O N S I D E R A C I O N E S   
Necesario es decir que el delito denominado HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA, requiere que se afecte el bien jurídico tutelado, es decir, la vida como referente máximo y supremo del ser humano, que se concreta en la obligación de su protección sin ninguna limitación, por ende la muerte ocurre  por acción u omisión directa o indirecta  de uno o varios  sujetos,  donde se verifica que cesan las funciones básicas y  vitales de otro individuo, acto que se realiza con la convicción mínima de saber la consecuencia que se deriva de ejecutar la conducta de lesionar y consecuencialmente matar.


    Como connotación especial, el punible en mención implica la existencia del grave, inocultable y endémico conflicto armado, que es lo que admite el artículo 135 del Código penal, en la medida de que reconoce la existencia de un conflicto, que se refleja en hostilidades, en  combates y combatientes; pero esencialmente de personas en condición de debilidad, y quienes  dentro del marco del derecho internacional humanitario, no hacen parte del conflicto de manera transitoria o permanente, pero ende gozan de una especial protección que debe respetarse, donde ese desconocimiento a esa condición por parte de los oponentes, hace que las penas a imponer, sean más gravosas para quienes causen daño a la integridad de quienes no intervengan, al margen de la misma confrontación, que son señaladas dentro del mismo texto, es decir para este evento, como lo predica el delegado de la fiscalía en la formulación de acusación, la muerte de JHON JAIRO ARANGO, quien hacia parte de la población civil, se produjo con ocasión y en desarrollo del conflicto armado, que implica no solo los combates mismos, sino los patrullajes, actos de control territorial y  sobre la población, realizados por las patrullas del ejército mencionadas en el presente trámite. 

Luego de lo anterior, necesario es decir que la decisión ha de orientarse y fundarse  en lo establecido en la Ley 600 de 2000, en cuanto lo rituado aconteció antes de la vigencia del nuevo sistema penal acusatorio, por lo anterior en relación a la responsabilidad de los procesados por el punible endilgado, ha de valorarse las pruebas practicadas, las cuales indudablemente conducirán a demostrar la responsabilidad o la ausencia de la misma, donde tenemos como hecho cierto, admitido  e irrefutable que la muerte de JHON JAIRO ARANGO  ocurrió por las armas de fuego disparadas por una patrulla militar,  al mando del oficial HERLEY ARIAS MORA, acontecimientos que se iniciaron el día 31 de enero de 2005, momento que se inicia el desplazamiento de la tropa de Argelia, y culminaron el 4 de febrero del mismo año, cuando asumió el conocimiento relacionado con el levantamiento y necropsia del cadáver, las autoridades municipales de Argelia, por lo anterior el oficial en mención, luego de una confusa pero descriptiva narración, admitió haber causado con su tropa, compuesta por los acusados, la muerte del referido, en cuanto fue producto de un enfrentamiento armado; hipótesis que  se opone a la expuesta por quien cumple con el ejercicio de la pretensión penal, es decir la fiscalía que planteó que el fallecido, fue no solo sustraído de su casa, conducido por parte de la vereda, para posteriormente causarle la muerte, no sin antes haberle colocada prendas militares;  siendo presentado como miembro activo de un grupo insurgente; posición que en su momento compartió el representante de la parte civil.  
Siendo este el marco de referencia para la decisión, con la anotación que la defensa de los encartados, en búsqueda legítima de la absolución, planteó la hipótesis final, siendo que la muerte de JHON JAIRO ARANGO, pudo haberse producido por los disparos de los mismos insurgentes que lo acompañaban, admitiendo si, la existencia de los impactos en la espalda del occiso; de la misma manera parte de los encausados en uso de la palabra, con las previsiones constitucionales y legales, reiteraron su condición de inocencia.                   
Dentro del contexto de un fragoso combate armado y escaramuzas, en relativas condiciones de igualdad, y que se prolongó con interrupciones, cerca de un día, como lo relata el oficial encartado;  se opone de manera diametral, lo expuesto por una serie de testigos que inicialmente rechazan de plano que el occiso JHON JAIRO ARANGO, perteneciera a cualquier título, alguna organización armada  y de manera particular al frente 47 de las Farc, siendo conocido como un hombre padre cabeza de familia de cuatro (4) menores  y dedicado a las labores del agro; de esa construcción simple de verdad, carente de interés en desviar, aparentar, desvirtuar lo ocurrido,  se aprecia al leer y escuchar los testimonios,  especialmente  de  MARÍA LILINA ARCILA RAMÍREZ, DARÍO DE JESÚS ARANGO ARANGO, y el testimonio  de IVÁN DARÍO ARANGO GIRALDO, reinsertado quien en audiencia pública, se sometió a riguroso interrogatorio de los  sujetos procesales, para inclusive retractarse de su versión anterior, siendo estas declaraciones ratificadas por otros testigos, para conformar una unidad de criterio para efecto de llegar a conclusiones, cumpliendo la orientación del artículo 232 de la Ley 600 de 2000; donde la primera, es decir  la dama ARCILA RAMÍREZ padeció y padece las consecuencias de la narración de lo ocurrido, teniendo que abandonar su habitual sitio de residencia, por promesas de mal o amenazas que recibiera, al no guardar silencio de lo ocurrido, es decir la testigo de manera simple explica que su vecino JHON JAIRO ARANGO estuvo en su casa el día 1º de febrero de 2005, vistiendo camisa blanca manga corta, pantalón azul y botas,  donde le brindó bebida de panela, abandonando la casa por indicación de uno de los dos (2)  soldados y  quienes identificó plenamente como pertenecientes al Ejército Nacional,  que ingresaron a su casa, afirmando que uno de ellos era “MONO” y el otro por las características y palabra pronunciadas, se establece que se trata de RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL, siempre puntero de la patrulla, de quien advertía de manera reiterada que guardara silencio sobre lo ocurrido, no sin antes revisar las habitaciones, e identificar al occiso, para decir que lo conducirá ante su comandante, para luego tener conocimiento que pasados unos días ARANGO apareció muerto, a hora y media distante de su casa; por lo anterior se ratifica no solo la inexistencia de combate alguno, sino que también marca el inicio del  destino fatal del labriego, de donde puede afirmarse que la narración vertida merece toda credibilidad, carece de interés para causar daño o perjuicio a terceros; sumado lo anterior que al momento de rendirla,  estuvo bajo el escrutinio del fiscal delegado, el representante de la parte civil y el defensor de los procesados. 

A la anterior evaluación, puede agregarse lo narrado por DARÍO DE JESÚS ARANGO ARANGO,  quien dice que en el momento en se aprestaba para reanudar labores vio a JOHN JAIRO ARANGO con vida y a disposición de un número aproximado de 25 militares, utilizando un uniforme, pero con la variable de estar cubierto con una capucha negra, sin embargo es enfático en haberlo reconocido, por las características en su momento señaladas; en cuanto a este testigo, confirma esencialmente, no solo la aprehensión del occiso, el itinerario cumplido y fundamentalmente que se encontraba con vida, en condiciones de imposible defensa, no solo por el número de militares, sino de carecer de cualquier artefacto que le permitiera defender su vida o pretender afectar la de los demás;  esta declaración se rindió en la misma condiciones de la anterior, con la posibilidad cierta de los sujetos procesales no solo de preguntar, sino escudriñar la  verdad o la  ausencia de la misma por parte del deponente, un rudo campesino que logra ilustrar suficientemente sobre como diferencia la guerrilla del Ejército,  sin que en la exposición se logre apreciar voluntad o ánimo de causar daño a la institución castrense  y de manera específica a quienes son objeto del proceso penal. 

Cierra este acápite IVÁN DARÍO ARANGO GIRALDO  ex guerrillero y posterior colaborador de la fuerza pública, de quien en su primer exposición  rendida el 31 de marzo de 2005, ante la Juez de instrucción penal militar, admitió, como lo hizo en la audiencia pública, que estuvo en el lugar de los hechos, situación suficientemente ilustrada,  con la claridad que no presenció el presunto combate para la fecha referenciada;  donde en la primera versión  afirmó que el occiso era un miembro activo de las Farc, adscrito al frente 47; versión esta que vario sustancialmente cuando rinde su declaración bajo juramento  en la audiencia pública, produciéndose una retractación bajo la mirada sorprendida de los sujetos procesales; para decir que su primera versión la rindió bajo el estigma de la coacción y la amenaza, si decía lo ciertamente ocurrido, en la vista pública explica suficientemente de donde y de quien provino ese mal presente y futuro; en ese orden afirma haber  estado en el  lugar en que se produjo la muerte de JHON JAIRO ARANGO, de quien dice que el recorrido de una de las patrullas, que se dividió del grupo mayor, de los cuales reconoció a varios de ellos; se produjo la captura del referido en horas del día, (cerca de las tres (3) de la tarde)  donde al llegar la noche, durmió en el mismo sitio con la tropa, al día siguiente se produce  la muerte, donde no hubo combate solo unos  disparos, tal como lo reseñó el suboficial  que identifica como SALAS; del occiso afirmó que se trataba de un campesino que conoció en un torneo de fútbol, pero fue reiterativo y enfático en decir que este no pertenecía a ningún grupo armado. Esta declaración cierra de alguna manera el entorno de lo ocurrido, desde el punto de vista de la situación vivida por el occiso, desde el momento en que abandona contra su voluntad,  la morada de la señora  ARCILA RAMÍREZ, luego es visto en el camino, para dormitar al parecer en el campamento militar, para luego producirse su ejecución. De esta última declaración fuertemente cuestionada por la defensa, necesario es decir que se tuvo la oportunidad de someter al testigo a un amplio cuestionamiento, para concluir que en las condiciones en que se encontraba en el año 2005, acompañando las patrullas militares, necesariamente lo colocaba en situación de obligatorio silencio, del cual explicó suficientemente, el cambio entonces tiene asidero y validez para darle plena credibilidad a lo expresado en la audiencia pública, es decir que la muerte de JHON JAIRO  ARANGO, no fue producto de un enfrentamiento, tampoco de un combate, sino que encontrándose limitado en la libertad, fue objeto de un acto de muerte previamente preparada, sin medio alguno de defensa, no solo testimonios antes referidos confirman esta conclusión, sino la misma  trayectoria de los proyectiles de alta velocidad, que corresponde a los disparados por fusiles, que indican de manera inequívoca, que ingresaron por la espalda y de abajo hacia arriba, es decir  que se encontraban dándole la espalda a los matadores; las contradicciones de los  procesados, en cuanto a distancia en que se produjo el enfrentamiento, unos hablan de 10 metros, 100, 150; el resultar inexplicable los planteamientos  expuestos por la parte civil, limitándose la repuesta, a afirmar que éste carecía del conocimiento del arte de la guerra;  para culminar haciendo un recorrido histórico del acontecer bélico del oriente de Antioquia, del cual se conoce pero se aspira a poder olvidar, pero se reafirma que dentro  de cualquier “contexto” la vida no admite justificantes, más que de preservar la propia o la ajena.      

Frente a lo anterior necesario es retomar el planteamiento de los militares procesados para decir que cualquier estrategia, conocimiento de operaciones bélicas, (táctica) toma y control de objetivos, de  territorio y de población, de neutralización de enemigos reales o presuntos, inclusive la misma logística, de permanencia en el teatro de operaciones; lo anterior sirve como simple información, que  carece de relevancia, en cuanto los encartados rebasaron de manera determinante la actividad encomendada en la Constitución política y la Ley;  para actuar motivados por intereses de otra naturaleza, quizá como en su momento lo planteó la parte civil, para ser beneficiarios  de un nocivo plan de recompensas, ascensos y demás prebendas; por ende la explicación del supuesto combate, se diluye en el imaginario jurídico, en cuanto  no hubo confrontación, no hubo minas, no hubo radios de comunicación;  fueron cuatro (4) días de presencia militar, que dio paso a la pesadilla que vivió el occiso, su familia y la comunidad; el primero sometido a una detención arbitraria, seguido de un juego de palabras y actos encaminados a conseguir una supuesta delación de otros insurgentes, seguido de la obligatoria utilización de vestimenta militar, actividad que culmina con su muerte en condición inerme; la familia compuesta por 4 menores y su esposa, tienen conocimiento que el occiso partió el día martes  primero de febrero a cumplir sus labores agrícolas, al día siguiente se enteran de su muerte, donde por intermedio de los vecinos tuvo conocimiento de la suerte corrida por su esposo;  en cuanto a la comunidad, vivió el drama desde la óptica de la zozobra que produce de quien tiene el uso legítimo de la fuerza, recurra a métodos prohibidos  para la consecución de unos objetivos personales o militares, creando entonces un clima de desconfianza  en las instituciones, que tienen la obligación  de proteger y salvaguardar la vida. 

 De las justificaciones de los procesados, y de manera particular sobre la existencia de un presunto combate, de lo cual se descarto de manera definitiva,  donde ubican una compañía de nombre Destructor, adscrita al batallón Granaderos, a su vez esta compañía se divide en los pelotones destructor 5 y 6, siendo la primera comandada por el procesado  HERLEY ARIAS MORA, que a su vez se subdivide en tres grupos, siendo el tercero compuesto por el conjunto de los procesados  y comandado por el antes nombrado, y quienes supuestamente sostuvieron el enfrentamiento, de cuyas versiones solo resta decir, que si hubo gasto de munición en los actos de simulacro, que de la tropa que se encontraba en el área, ninguno resultó con lesiones, donde por el número de hombres desplazado se puede afirmar con certidumbre, que el componente militar tenía pleno control del área donde se produjo la muerte;  donde  no resulta razonable  el término de tiempo empleado en comunicar lo ocurrido, es decir la muerte de una persona a la Inspección y Alcaldía del municipio de Argelia, (si se hizo al comando del batallón el mismo día)  cuando el deceso se produjo desde el día dos (2) de febrero, solo fue comunicada al día siguiente y a su vez el cadáver fue traslado el  día 4, en tanto el lugar, es decir la vereda El Pital,   se encuentra distante de la cabecera municipal a tres y media  (3-1/2) en mular, mientras que en vehículo son dos horas y media, (2-1/2) información actual, (varia con la dada por el secretario de gobierno JESÚS ANTONIO GALLEGO HENAO)   que contrasta con lo explicado por el oficial y procesado al mando, quien para llegar al sito de los hechos dice haber gastado  tres (3) horas  a la vereda Villeta Florida el día 1º de febrero, que en realidad es un corregimiento donde se encuentra la vereda El Pital, de Villeta Florida, salen a las dos (2)  de la mañana, llegando a la vereda La Quiebra a la una (1)  de la tarde, al día siguiente se presenta el supuesto combate, sin embargo la retención del occiso se había producido desde el día anterior, como lo relataron los testigos antes referidos;  no obstante ha de admitirse que tal desplazamiento no puede realizarse en línea recta, o a marchas forzadas, sin embargo , en nada se compadece el exceso de tiempo del traslado del cadáver a la cabecera  municipal, mientras la llegada al sitio fue relativamente rápida,  hecho indicativo del ánimo de ocultar la verdad de lo ocurrido.                        
 Del homicidio de JHON JAIRO ARANGO, desde el punto de vista material, no existen dudas sobre su fenecimiento, el cual se produjo por los proyectiles disparados por varios de los militares que componían la patrulla Destructor, donde solo resta resolver si tal acción se encontraba amparada por alguna causal de justificación, y por ende de liberación de sanción, siendo de manera específica el haber actuado  amparados en el artículo 32 del Código Penal, numeral 3º que dice: “se obre en estricto cumplimiento de un deber legal”. Siendo la conclusión cierta e inevitable, que los militares rebasaron el frágil límite  de una actividad del servicio, para romper la línea entre legalidad y la ilegalidad, al realizar un homicidio definitivamente doloso, en cuanto no se obró en acatamiento del respeto por la vida en toda su extensión, al margen de valores como patria, honor, defensa de las instituciones, del territorio, del orden constitucional, de la soberanía;  donde la obligación primaria de todo servidor público, al margen de su función, es la defensa de la vida y la integridad de las personas. Los cinco (5)  procesados en pleno uso de sus facultades, con pleno conocimiento de la actividad que cumplían, apartándose del grueso de la tropa,  realizaron desde la retención del procesado, la conducción ante el oficial al mando, su posterior custodia, y finalmente el acto de matar, donde la trayectoria de los proyectiles, indica que los disparos se produjeron de diferentes puntos, es decir distintos tiradores, donde al parecer ese pacto de silencio, donde cada uno narra la simulación de realizar disparos, que efectivamente se produjeron, pero parte de ellos se alojaron en la corporalidad del occiso encontrándose en situación de indefensión.       
Con relación a la condición de posible miembro de un grupo armado insurgente, con los testimonios recepcionados expusieron de manera relativamente clara las actividades que desarrollaba el occiso, las cuales se relacionaban con labores agrícolas; se puede  agregar la forma como se produjo el deceso, para llegar a la conclusión  que no hay  elementos de convicción de orden probatorio,  para afirmar que el occiso perteneciera algún armado al margen de la ley. 
               Por lo anterior y cumpliéndose con lo preceptuado en el artículo 232 del Código de Procedimiento Penal, inciso segundo o Ley 600 de 2000, que establece los presupuestos para dictar sentencia condenatoria, siendo el que debe existir prueba que conduzca  a la certeza  de la conducta punible, existencia del comportamiento que se estableció de manera suficiente, lo mismo ocurre con la responsabilidad ampliamente establecida, cumpliéndose los prosupuestos antes referidos, entendida la certeza como esa convicción, conocimiento  y seguridad de la ocurrencia del hecho  y de que quien la realizó fueron los procesados.  
Por lo anterior y congruente con la resolución de acusación, los procesados HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO, son responsables en los términos expuestos por la fiscalía, es decir que fueron coautores del HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA en la corporalidad de JHON JAIRO ARANGO,  quien al momento de los hechos tenia la calidad de integrante de la población civil; donde su muerte no fue producto de combate o enfrentamiento armado, sino una decisión de orden personal del oficial mencionado y los referidos a su mando, donde bajo un errado concepto de servicio público de defensa de las instituciones, de preservación del orden legal y constitucional, de premios y castigos de la institución castrense, resuelve la suerte de un labriego, no obstante encontrarse al margen del conflicto armado que vive el país. 
                Resuelto la responsabilidad, la pena se tasara en los términos de la Ley 599 de 2000, donde el marco punitivo inicial de trescientos sesenta (360)  y como límite o pena máxima, cuatrocientos ochenta (480) meses de prisión, donde siguiendo los parámetros del artículo 61 del estatuto penal, el ámbito anterior habrá de dividirse en cuartos, quedando el mínimo oscilante entre 360 y 390 meses, los medios entre 390 meses y un día  y 450 meses y el máximo entre 450 y un día y 480  meses de prisión y multa  de 2.000 a 5.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes y la interdicción de derechos y funciones públicas de 180 a 240 meses; por lo anterior la sanción a imponer se hará dentro del cuarto mínimo, en cuanto la fiscalía no endilgó circunstancias de  agravación específicas y tampoco genéricas;  no obstante el acto cometido es de suma gravedad, por lo que implicó desplazamiento de tropa, preparación de la coautores, consecución y colocación de los artefactos que presuntamente tenia  consigo el occiso;  pero esencialmente  se incumplió con el precepto de protección de la vida y de esa necesaria confianza depositada en las fuerzas armadas por la comunidad, que de obligatorios protectores, se convierten en verdugos implacables; por ende la pena a imponer a los procesados  será TRECIENTOS SETENTA Y DOS MESES DE  (372) DE PRISIÓN,  MULTA DE DOS MIL 2000 SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES,  E INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO DE FUNCIONES PÚBLICAS POR EL TÉRMINO DE 15 AÑOS,  sanción ajustada al principio de la legalidad de las penas; el tiempo que llevan recluidos, se les abonará como parte de la pena impuesta. Por lo anterior y atendiendo el quantum de la pena a imponer, la cual supera el requisito objetivo  de los tres (3) años de prisión,  no cumpliéndose con lo establecido en el artículo 63 del Código Penal, que exige que la pena impuesta no supere el tiempo referido, siendo necesario decir que no procede la concesión del subrogado  de la suspensión de la ejecución de la pena, que necesariamente indica la necesidad de la pena, que es inclusive la misma causa para no conceder de manera oficiosa, la prisión domiciliaria, como sustitutiva  de la de prisión, sumado a que no cumple el requisito del artículo 38, numeral 1º  del estatuto penal, es decir que la pena mínima para el punible referido, es de 30 años de prisión, mientras la norma exige que para penas cuyo mínimo sea de 5 años, pero previsto en la Ley.

            Dado como hecho cierto  que todo punible genera la obligación de reparar el daño causado y existiendo reconocimiento  de la Parte Civil,  dentro del presente trámite, no se tasaran los perjuicios  en cuanto en la demanda de constitución, se comunica el interés de adelantar la reclamación de reparación ante la jurisdicción contencioso administrativa, solo buscando la verdad dentro del marco de la justicia ordinaria.             

             Contra esta decisión procede el recurso de apelación en los términos de la ley 600 del año 2000, ante la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia, Sala Penal.  En firme esta decisión se remitirá copia de lo actuado a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia, para lo de su cargo.

            Por las anteriores valoraciones y reflexiones, el JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE SONSÓN -ANTIOQUIA, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y en virtud de la autoridad que le confiere  la Ley:      

F   A   L   L   A


PRIMERO: Declarar a HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL Y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO de condiciones conocidas, responsables del delito de   HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA conducta  sancionada en el artículo 135 del Código Penal, donde figura como occiso JHON JAIRO ARANGO.
         SEGUNDO: Consecuente con lo anterior, se condena a HERLEY ARIAS MORA, JULIO CÉSAR DURÁN RINCÓN, JHON JÁNDER ORTIZ HIGUITA, RAMIRO DE JESÚS CARVAJAL Y ALFREDO SEGUNDO DÍAZ OQUENDO a  TRECIENTOS SETENTA Y DOS MESES DE  (372) DE PRISIÓN,  MULTA DE DOS MIL (2000) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES,  E INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO DE FUNCIONES PÚBLICAS POR EL TÉRMINO DE 15 AÑOS sanción que descontarán en el establecimiento carcelario que le asigne el INPEC y la pecuniaria se consignará a favor del Tesoro de la Nación, en la cuenta especial del Consejo Superior de la Judicatura (Art. 42 C.P.). 

            TERCERO: No procede a favor de los procesados la suspensión condicional  de la ejecución de la pena,  ni la prisión domiciliaria  como sustitutiva de prisión, por lo expuesto en la parte motiva;  por ende en firme esta decisión se ordenará el traslado de los sancionados  a un establecimiento que designe el INPEC; el tiempo que han permanecido en física detención en razón de la presente causa, se le abonará como parte cumplida de la pena.     


    CUARTO: No se condena  a los  procesados al pago de indemnizaciones, en orden a la parte motiva. 
 
    QUINTO: Para efectos de notificación a los procesados, se oficiará a los sitios donde se encuentran recluidos; para la notificación de la  Parte Civil, se comisiona al Juzgado Penal  Municipal (reparto) de Medellín; del defensor y fiscal, se comisiona a la oficina de apoyo judicial de Bogotá. Entérese de la decisión a la señora MARÍA ORFARY ARCILA OROZCO, esposa del occiso y a los hijos mayores de edad;  para tal efecto se exhortará al Juzgado Promiscuo Municipal de Argelia.
               SEXTO:
 Contra esta decisión procede el  recurso de Apelación, ante la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia. En firme esta decisión se remitirá copia de lo actuado a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia, para lo de su cargo.

                SÉPTIMO: De esta sentencia, háganse las publicaciones de rigor, incluso el cumplimiento de los  artículos 469 y 472  del Código de Procedimiento Penal.   
NOTIFÍQUESE  Y  CÚMPLASE

ORIGINAL FIRMADO
CIRO ANTONIO DUARTE ARDILA

JUEZ 

